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Honorable Corte Interamericana de Derechos Humanos:

Javier Mujica, en representación del Centro de Asesoría Laboral del Perú,  Chris Jochnick, en representación del Centro de Derechos Económicos y Sociales, Martín Abregú, en representación del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y Alberto León Gómez Zuluaga en representación de la Comisión Colombiana de Juristas, todos constituyendo domicilio en la calle Rodríguez Peña 286, 1er. Piso, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, República Argentina, se dirigen respetuosamente a esa Ilustre Corte y manifiestan: 

I- SOLICITUD DE SER CONSIDERADOS AMICUS CURIAE

Venimos a presentarnos en el caso No. 11. 325, “Baena, Ricardo y Otros c. República de Panamá”, que tramita ante esa Ilustre Corte y sometemos a consideración de V.E. el presente memorial en derecho, en calidad de Amici Curiae (“amigo de la Corte”), en el que ofrecemos un análisis fáctico y jurídico pormenorizado de las violaciones cometidas por el Estado de Panamá contra 270 trabajadores estatales que resultaron destituidos de sus puestos de trabajo.

Las tres organizaciones no gubernamentales que se presentan ante V.E. son instituciones dedicadas a la defensa y protección de los derechos humanos. 

El Centro de Asesoría Laboral (CEDAL)  del Perú es un organismo no gubernamental que trabaja desde hace más de dos décadas en la promoción del desarrollo a través del fortalecimiento institucional de las estructuras organizativas de los trabajadores y otros sectores sociales. Su programa de Derechos Humanos y Laborales promueve un entorno favorable para el ejercicio integral de todos los derechos y en particular, el respeto protección y promoción de los derechos económicos, sociales y culturales de quienes han resultado históricamente o estructuralmente excluidos de los beneficios del desarrollo.

Por su parte, el Centro de Derechos Económicos y Sociales (CDES) se estableció en 1993 con el espíritu de la Declaración Universal de Derechos Humanos que proclamó que los derechos civiles y políticos, económicos y sociales son igualmente fundamentales en la búsqueda de la dignidad humana. En este sentido el CDES dirige sus esfuerzos a erradicar las amenazas más graves a los derechos humanos como la pobreza, la marginalización social y la degradación del medio ambiente, dentro del marco de los derechos económicos, sociales y culturales, desarrollando actividades de apoyo legal, científico y de capacitación a través de investigaciones, informes, talleres, conferencias, materiales educativos y campañas. Este trabajo tiene el propósito de fortalecer las campañas locales de los movimientos sociales, las organizaciones de base y las ONGs y apoyar la creación de nuevas iniciativas regionales para enfrentar los problemas comunes entre países. El Centro tiene oficinas regionales en América Latina, el Medio Oriente y los EE.UU.

El Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) de Argentina es una organización no gubernamental dedicada a la promoción y protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del sistema democrático y el Estado de Derecho en Argentina, que desarrolla sus actividades especialmente desde el punto de vista técnico-legal. Entre sus mandatos específicos se encuentra el de contribuir al desarrollo progresivo del derecho internacional de los derechos humanos, a través de la utilización de instrumentos judiciales y cuasi-judiciales de derecho interno e internacional. Y en ese marco, cuenta con un Programa de Derechos Económicos, Sociales y Culturales cuyo principal objetivo es promover un mayor grado de conocimiento acerca de la potencialidad del sistema legal para garantizar estos derechos y explorar diferentes vías de exigibilidad, particularmente a través del litigio de casos. 

La Comisión Colombiana de Juristas es una organización no gubernamental colombiana, con status consultivo ante Naciones Unidas. Inició actividades el 2 de mayo de 1988. Su objetivo, de acuerdo con sus estatutos, es contribuir al desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, de conformidad con los propósitos y principios de la carta de las Naciones Unidas, así como a la vigencia del Estado de derecho y los derechos humanos en Colombia, a través de la investigación y la difusión de la información al respecto, la promoción del conocimiento y uso de las normas e instrumentos jurídicos pertinentes y los demás medios que estime adecuados. El mandato de la Comisión Colombiana de Juristas es buscar por medios jurídicos el pleno respeto de los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales, así como del derecho humanitario, considerando su carácter universal, indivisible e interdependiente. Para ello, se apoya en los instrumentos internacionales pertinentes y en la jurisprudencia que emana de los órganos creados en virtud de tratados, así como en el derecho interno, para la protección y promoción de los derechos humanos.


II- INTERES DEL AMICUS CURIAE

Como organizaciones no gubernamentales dedicadas a la promoción de los derechos humanos, entre ellos los derechos económicos, sociales y culturales, resulta particular el interés en la resolución de este caso en razón de que es el primero que se pone en conocimiento de esa Ilustre Corte en el que se hallan involucrados derechos categorizados como económicos, sociales  y culturales. Entre ellos, el derecho al trabajo, el derecho de huelga, el derecho a la libertad sindical, así como el derecho a la protección judicial efectiva y el debido proceso legal como medio indiscutible de su tutela.  

Estimamos de particular trascendencia el rol que ese Honorable Tribunal puede desempeñar en el presente caso en atención a las materias involucradas, hasta el presente escasamente desarrolladas por los órganos de control del sistema interamericano de protección de los derechos humanos.

La decisión que eventualmente adopte ese Honorable Tribunal será la de mayor importancia para el logro de una efectiva protección de los derechos económicos, sociales y culturales, particularmente los derechos que competen a los trabajadores en su calidad de tales, en el ámbito interno de los Estados integrantes del sistema interamericano de protección de los derechos humanos.  

Tal como no podrá escapar a V.E., la debida protección judicial, así como el respeto irrestricto de la garantía del debido proceso legal, constituyen una fuente de resguardo de inestimable valor para la efectiva vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Indudablemente, los derechos económicos y sociales se hallan expuestos en mayor medida  a la arbitrariedad de los órganos administrativos, pues suele ser mayor el margen de discrecionalidad del Estado para la determinación del contenido del derecho. En este contexto, “‘el proceso con las debidas garantías’ y la ‘revisión judicial amplia de las decisiones administrativas’ son cuestiones que deben generar un minucioso trabajo de la jurisprudencia a nivel interno e internacional”
.

En este caso,  la protección judicial ineficaz en el ámbito interno desembocó en el desconocimiento por parte del Gobierno de Panamá de los derechos al trabajo, a la huelga, a la libertad sindical y de reunión y a la no discriminación.   

Por otro lado, resulta pertinente advertir  que el estado de protección de los derechos económicos, sociales y culturales en el ámbito americano resulta poco alentador. 

En consecuencia, esta gama de derechos requieren de la atención inmediata de todos los actores del sistema interamericano de protección de los derechos humanos. 

La pobreza, la desigualdad y la ignorancia amenazan cualquier progreso que pueda alcanzarse en relación a la democracia y el respeto de los derechos civiles y políticos
.

Únicamente una visión integradora de los derechos civiles y políticos y de los derechos económicos, sociales y culturales puede erigirse en el motor de una política real de promoción y protección de los derechos humanos. 

Nos acercamos entonces a ese Honorable Tribunal en calidad de "Amici Curiae" a fin de propugnar un rol activo de los órganos del sistema interamericano en la defensa de los derechos económicos, sociales y culturales. 

II. ANTECEDENTES 

II. 1.  Breve resumen de los hechos
El 16 de octubre de 1990 la Coordinadora de Sindicatos de Empresas Estatales de Panamá entregó al gobierno panameño un pliego de peticiones laborales.

El 16 de noviembre de 1990 el gobierno panameño rechazó todos los puntos del petitorio y dio por terminado el proceso de negociación. En consecuencia, la Coordinadora de Sindicatos de Empresas Estatales acordó convocar a una marcha de protesta el 4 de diciembre y a una huelga de 24 horas para el día siguiente.

El 4 de diciembre de 1990 se produce un hecho paralelo a la movilización sindical. El Coronel Herrera Hassán y otros militares escapan de una prisión y toman el cuartel principal de la Policía Nacional de Panamá, ocupándolo por toda la noche del 4 y parte del día siguiente. Ante este hecho, la dirigencia sindical decidió suspender la huelga programada para el 5 de diciembre.

El Gobierno de Panamá insiste en que hubo una relación directa entre ambos acontecimientos y propone un despido masivo de todos los que intervinieron en la movilización sindical, remitiendo a la Asamblea Legislativa de Panamá un proyecto de ley en ese sentido.

El 14 de diciembre de 1990 la Asamblea Legislativa de Panamá  aprueba la Ley 25. Sin embargo desde el 10 de diciembre (antes de la entrada en vigencia de la citada Ley) se dio inicio a una sistemática política de despidos masivos que incluyó la destitución de los 270 trabajadores estatales peticionantes ante esa Ilustre Corte.

Luego de su despido, los trabajadores presentaron sus reclamos de conformidad con las leyes en vigencia, pero estas leyes fueron dejadas  sin efecto o modificadas por la Ley 25. Los reclamos laborales de los trabajadores despedidos debieron tramitarse de acuerdo al procedimiento creado especialmente para ellos por dicha ley; esto implicaba no someterse a los tribunales que les correspondían, sino a las instancias que les fueron impuestas después de entrar en vigencia la Ley 25. De este modo, el procedimiento laboral y el Juez de Trabajo al que estaban sometidos por la normativa vigente fue reemplazada por un reclamo contencioso administrativo totalmente ajeno al ámbito laboral. Adicionalmente, todos sus reclamos ante la Corte Suprema de Panamá, fueron desestimados.

II. 2. Trámite ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
En mérito a la denuncia recibida, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos dio inicio al trámite de las denuncias de los trabajadores reclamantes el 6 de julio de 1994.

La Comisión transmitió al gobierno y a las partes pertinentes la demanda y le concedió al gobierno el plazo reglamentario para responder a los reclamos (art. 48º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -en adelante la Convención o CADH indistintamente- y art. 26º inciso 2º del Reglamento de la Comisión).

Los peticionarios pidieron a la Comisión que declarase al Estado panameño como infractor de los artículos 8º, 9º, 10º, 15º, 16º, 24º, 25º en conexión con el 1º inciso 1º y 2º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  y que dispusiese la reincorporación de los despedidos por la Ley 25 a sus puestos de trabajo, el reconocimiento de los salarios caídos, el reconocimiento de los beneficios laborales a los que tienen derecho por igualdad y la indemnización a las víctimas por los daños causados por el despido injustificado.
Luego de los pertinentes traslados, la Comisión se expidió a través del Informe Nro. 37/97. La Comisión sostiene que la Ley 25 afectó a los trabajadores estatales con una destitución intempestiva e injustificada. En base a esta Ley se han visto frustrados sus reclamos y violados sus derechos contemplados en la Convención. Se destacaron como causantes de las violaciones a los derechos humanos de los trabajadores panameños, los siguientes puntos:

· Autorización para destituir sin juicio previo a los trabajadores, (contraviene lo dispuesto por el artículo 70º de la Constitución de Panamá).

· Declaración de inconstitucionalidad parcial que invalidó el resto de la Ley. La Corte Suprema de Panamá declaró inconstitucional el parágrafo 2º de la Ley 25 ocasionando con ello la invalidación del resto de la Ley: el Consejo de Gabinete no podía determinar si la actuación de los trabajadores es contraria al orden democrático, ya que esto es competencia exclusiva del órgano jurisdiccional.

· La sentencia de la Corte Suprema, no obstante, consolidó la arbitrariedad estatal: no invalidó lo realizado por el Consejo de Gabinete, sino que le dio carácter permanente y definitivo. Existe jurisprudencia panameña en el sentido de que la declaratoria de inconstitucionalidad de una norma produce su derogatoria por mandato constitucional (artículo 311º de la Constitución de Panamá).

La Comisión concluyó en que el Estado de Panamá había cometido las siguientes violaciones a los derechos consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos:

1) El derecho a disfrutar de las garantías judiciales mínimas (art. 8.1), pues no se les aplicó a los trabajadores el procedimiento laboral al que tenían derecho.

2) El derecho a ser oído (art. 8.1) que debe de ser respetado en procesos jurisdiccionales y administrativos sancionatorios.

3) El derecho a un tribunal independiente e imparcial (art. 8.1), el supuesto hecho ilícito no fue sometido a un tribunal competente, sino - gracias a la Ley 25- por funcionarios dependientes del Poder Ejecutivo.

4) El derecho a un tribunal competente - que sería un tribunal de trabajo- según el artículo 8º inciso 1º de la Convención Americana y el artículo 118º de la Ley 8 de 1975.

5) El derecho a un tribunal establecido con anterioridad a la ley (art. 8.1). El artículo 1968 del Código Judicial de Panamá establece el derecho a un tribunal competente “previamente” establecido.

6) El derecho a la presunción de inocencia (art. 8.2). El art. 22º de la Constitución panameña y artículo 1966º del Código Judicial de Panamá. A los trabajadores se les sancionó de frente con la destitución de sus cargos y ningún trabajador fue sindicado por el delito de sedición por la fiscalía.

7) Violación del principio de legalidad e irretroactividad (art. 9), el artículo 2º de la Ley 25 “deslegalizó” el tipo sancionatorio y le atribuyó a una autoridad administrativa su determinación y aplicación, con lo cual se violó el principio de legalidad en materia sancionatoria.

8) Violación del principio de irretroactividad de la ley (art. 43 de la Constitución de Panamá y art. 9 de la Convención).

9) Violación del derecho a la protección judicial (art. 25 de la Convención).

10) Violación del derecho a contar con un recurso rápido y efectivo (art. 25 de la Convención), las demandas presentadas ante los tribunales panameños fueron desechadas con argumentos fútiles que convirtieron en ineficaces a los recursos.

11) Violación del derecho a la libertad de asociación con fines laborales (art. 16 de la Convención)

12) Violación del derecho de reunión (art. 15º de la Convención y artículo 38 de la Constitución de Panamá).

13) Violación de la Convención en cuanto al compromiso de los Estados de respetar y garantizar los derechos reconocidos en la Convención

14) Violación del compromiso del Estado panameño de adecuar su legislación a las normas de la Convención (Art. 2 de la Convención).

15) Violación en cuanto a l derecho a una indemnización (artículo 1 y 2 de la Convención)

Ante el incumplimiento del Estado de Panamá de las recomendaciones vertidas en el Informe referido, la Comisión Interamericana decide elevar el caso ante esa Honorable Corte Interamericana de Derechos Humanos y planteó la demanda en tiempo y forma oportunos.
III- ESTRUCTURA DEL AMICUS CURIAE

Teniendo en cuenta el modo en que sucedieron los hechos origen de esta denuncia, la importancia del respeto a la debida protección judicial y la garantía del debido proceso legal para la efectiva protección de los derechos económicos, sociales y culturales que se han visto conculcados en este caso, y la necesaria interdependencia entre la vigencia de las libertades civiles y el derecho a la libertad sindical, es que hemos decidido exponer el tratamiento de los derechos que consideramos  afectados, en el siguiente orden: 
1) Protección judicial y debido proceso (arts. 8 y 25 de la CADH)

2) Principio de legalidad e irretroactividad de la ley (art. 9 de CADH)

3) Derecho a la libertad de expresión (art. 13 de la CADH)

4) Derecho a la libertad de reunión y manifestación (art. 15 de la CADH)

5) Derecho a huelga (manifestación de los derechos consagrados en los arts. 13 y 16 de la CADH)
6) Derecho a libertad de asociación y a la libertad sindical (art. 16 de la CADH)

7) Derecho a no discriminación en base a la condición social (arts. 1º y 24 de la CADH)
8) Obligación de Panamá de cumplir con las recomendaciones de la Comisión 

IV- VIOLACIONES A LA CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS  HUMANOS COMETIDAS POR EL ESTADO DE PANAMA

IV.1. Protección judicial y debido proceso (8 y 25 de la CADH)

IV.1.a.  Generalidades

El derecho a la protección judicial constituye uno de los derechos esenciales garantizados en los tratados de derechos humanos, derecho que resulta vital para la protección de los derechos económicos, sociales y culturales, como es el derecho al trabajo, afectado en el presente caso. 
Por su parte, la cláusula del debido proceso constituye una fuente adicional de los derechos fundamentales de los individuos.

La protección judicial efectiva, así como la cláusula del debido proceso legal, se erigen en una de las piedras basales del sistema de protección de derechos, ya que de no existir una adecuada protección judicial de los derechos consagrados en el ámbito interno de los Estados en los textos internacionales de derechos humanos, su vigencia se torna ilusoria. 

La totalidad de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos recogen normas en las que se consagra el derecho a la tutela judicial efectiva, como al debido proceso legal
. 

Sin embargo, no todas le reconocen la misma amplitud.

El ámbito americano prevé un amplio ámbito de aplicación del derecho a la protección judicial en relación al espectro de derechos que se encuentran amparados, ya que no realiza ningún tipo de distinción.

En los ámbitos europeo y universal, los derechos a la protección judicial y al debido proceso legal están limitados a las acusaciones de carácter penal y a los derechos y obligaciones de carácter civil. No obstante esta limitación, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante TEDH, Tribunal Europeo, indistintamente)  efectuando una interpretación amplia, reconoció la aplicación de esta cláusula a ciertos derechos económicos y sociales. En efecto, esta cláusula sirvió de base para extender la protección que de ella se deriva a derechos reconocidos en el ámbito interno y en otros instrumentos de derechos humanos. Ha sido, “por lo demás, el punto de partida para el trabajo de interpretación más importante en pos de brindar resguardo a algunos derechos económicos y sociales
”. La cuestión fue analizada por el TEDH en los casos “Deumeland”
 y “Fledbrugge”
.


Es de señalar que en el sistema interamericano la discusión entablada en el ámbito europeo en referencia a la categoría de derechos que está amparada por el derecho a la tutela judicial efectiva y por la garantía del debido proceso legal, se encuentra sellada por la norma de meridiana claridad contenida en el artículo 8 de la Convención, en tanto sostiene que es aplicable “a cualquier proceso en el que se determinen obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otra índole”.

En este sentido, “el derecho a un proceso justo, consagrado por el artículo 8.1. de la Convención Americana, no se limita a procesos penales, sino que se extiende a los procesos que tienden a la ´determinación de derechos u obligaciones de carácter civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter´, a tenor de la cláusula correspondiente de la Convención Americana
”. 

Surge en consecuencia explícita la obligación positiva del Estado en el marco del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, de garantizar la provisión de recursos judiciales efectivos en relación a los derechos económicos, sociales y culturales, así como su sustanciación en el marco del debido proceso legal.

Tal como se refiriera, el sistema interamericano de protección de los derechos humanos reconoce ampliamente el derecho a la tutela judicial efectiva en los artículos 8 y 25 de la CADH y en el artículo XVIII de la DADH. 

El artículo 8.1. de la CADH establece: "Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella,  o para la determinación de sus derechos  y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter". 

Por su parte, el artículo 25 de la Convención establece: “1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados partes se comprometen:

 a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso;

b. a desarrollar las posibilidades del recurso judicial, y

c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.

La Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre, en su artículo XVIII, establece: "Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer vales sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo alguno de los derechos consagrados constitucionalmente".  

Tal como lo ha dicho esa honorable Corte, el derecho a la protección judicial efectiva, “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio estado de derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención
”.

En igual orden de ideas, el derecho a un recurso sencillo, rápido y efectivo ante los jueces o tribunales nacionales competentes, consagrado en el artículo 25 de la Convención, "es una garantía judicial fundamental mucho más importante de lo que uno pueda prima facie suponer, y que jamás puede ser minimizada. Constituye, en última instancia, uno de los pilares básicos no sólo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como del propio estado de derecho en una sociedad democrática (en el sentido de la Convención). Su correcta aplicación tiene el sentido de perfeccionar la administración de la justicia a nivel nacional, con los cambios legislativos necesarios a la consecución de este propósito.

El origen poco conocido de esta garantía judicial es latinoamericano, de su consagración originalmente de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes de Hombre (de abril de 1948) fue transplantada a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (de diciembre de 1948), y de ahí a las Convenciones Europea y Americana sobre Derechos Humanos (arts. 13 y 25, respectivamente), así como al Pacto de Derechos Civiles y Políticos. Bajo la Convención Europea de Derechos Humanos, en particular, ha generado una considerable jurisprudencia, a la par de un denso debate doctrinal”
. 


Ahora bien, según la normativa establecida en los instrumentos del sistema interamericano y la jurisprudencia de sus órganos, para poder considerar que el derecho se ha garantizado, la tutela judicial debe reunir ineludiblemente determinados requisitos: (a) el recurso debe ser efectivo, esto es realmente idóneo para establecer si ha ocurrido una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarlo
, y (b) deben ser sustanciados de acuerdo a las reglas del debido proceso legal.
 

Por otra parte, "los artículos 25 y 1.1. de la Convención se refuerzan mutuamente, en el sentido de asegurar el cumplimiento de uno y de otro en el ámbito del derecho interno: los artículos 25 y 1.1. requieren, conjuntamente, la aplicación directa de la Convención Americana en el derecho interno de los Estados partes. En la hipótesis de supuestos obstáculos de derecho interno, entra en operación el artículo 2 de la Convención, que requiere la armonización con ésta del derecho interno de los Estados Partes. Estos últimos se encuentran obligados, por los artículos 25 y 1.1. de la Convención, a establecer un sistema de recursos internos sencillos y rápidos, y a dar aplicación efectiva a los mismos. Si de facto no lo hacen, debido a supuestas lagunas o insuficiencias del derecho interno, incurren en violación de los artículos 25, 1.1. y 2 de la Convención”
.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en diversos pronunciamientos ha establecido las pautas para determinar los casos en que puede considerarse que el denunciante ha agotado los recursos de la jurisdicción interna de acuerdo a los principios de derechos internacional generalmente reconocidos, pronunciándose en consecuencia acerca de las condiciones que debe reunir un recurso judicial a la luz de las previsiones de la Convención. 

Tal como se viene diciendo ese Ilustre Tribunal entiende que de acuerdo a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos, los recursos judiciales deben existir no solo formalmente, sino que deben ser efectivos y adecuados. “Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema de derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los ordenamientos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado es obvio que no hay que agotarlo. Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable ... Un recurso debe ser, además, eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido
”.  Y para ello resulta necesario analizar en cada caso la posibilidad razonable de obtener el remedio
.

En forma coincidente con la postura de la Corte, la CIDH ha manifestado: "... la formalidad del acceso a los recursos judiciales no es suficiente por sí sola para satisfacer la garantía del artículo 25. El estándar mínimo de la Convención es el de una protección judicial efectiva
". 

En suma, el derecho a la protección judicial únicamente se ajusta a las prescripciones de la Convención Americana, si reúne ciertas y determinadas condiciones: el recurso judicial existente en el ámbito interno para remediar una violación a los derechos humanos protegidos en la Declaración y en la Convención debe ser adecuado, efectivo y sustanciarse de acuerdo a las reglas del debido proceso legal. 

Recurso adecuado, según palabras de ese Ilustre Tribunal, significa que debe ser el apropiado a fin de dar amparo al individuo en el caso particular. Ejemplificando lo expuesto, una acción de daños y perjuicios, no resulta el medio adecuado para llevar a cabo una investigación en relación al homicidio de determinada persona. 

Recurso eficaz, implica que debe poseer la potencialidad de reparar la situación jurídica infringida. 

Por su parte, la CIDH, refiriéndose a las Medidas necesarias para hacer más efectiva la autonomía, independencia e integridad de los miembros del Poder Judicial, consideró oportuno formular “ciertas garantías que, sin perjuicio de las situaciones críticas  por las que eventualmente atraviesen los Estados, deben caracterizar la administración de justicia, y cuya implementación y adecuación a las circunstancias particulares de cada Estado, corresponde a sus autoridades: 

· garantizar la no intervención de los poderes ejecutivo y legislativo en los asuntos propios del Poder judicial;

· dotar al Poder Judicial del apoyo político y de los medios necesarios para que cumpla su función de garante de los derechos humanos a plenitud; (...)

· mantener la vigencia del Estado de Derecho, y declarar estados de emergencia solamente cuando ello sea absolutamente necesario, en los términos de los artículos 27 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, estructurando adecuadamente dicho régimen, de modo que no afecte la independencia de los distintos órganos del poder; 

· consagrar el acceso irrestricto a la jurisdicción e incorporar, cuando ello sea necesario, a la víctima en calidad de legitimada para el ejercicio de la acción punitiva;

· asegurar la efectividad de las garantías judiciales indispensables para la protección de los derechos humanos, removiendo los obstáculos que se oponen a su trámite rápido y adecuado;

· garantizar el debido proceso legal -acusación, defensa, prueba y sentencia- mediante la sustanciación pública de los procesos; 

· garantizar el conocimiento inmediato por los jueces de todos los hechos y situaciones en los que se restrinjan o suspendan los derechos humanos, con independencia de la situación jurídica de los imputados;

· remover los obstáculos procesales que dilatan el procedimiento, de manera que los juicios se sustancien en un plazo razonable y se concluyan mediante sentencias exhaustivas; 

· garantizar la sustanciación independiente de las causas penales y de las civiles o contencioso-administrativas por indemnización de daños y perjuicios
".


En igual orden de ideas, la Comisión ha manifestado que “los derechos reconocidos en los artículos 8 y 25 de la Convención a un juicio justo y al recurso a los remedios judiciales, respectivamente, así como la obligación, en virtud del artículo 1, de que el Gobierno investigue, requieren que las autoridades responsables de la acción legal sean competentes, independientes e imparciales
”. 

Habiendo dejado sentado la importancia fundamental del derecho a la tutela judicial efectiva y su conceptualización por los órganos del sistema interamericano, estamos en condiciones de afirmar que los trabajadores estatales destituidos no han accedido a una tutela efectiva por parte de un tribunal de justicia, tal como se encuentra previsto en el ordenamiento jurídico interamericano.

En efecto, por un lado, el recurso al que tuvieron acceso a fin de objetar la destitución de sus puestos de trabajo, no constituía el recurso adecuado: en otros términos, no era el recurso idóneo para revertir la decisión administrativa que dejó cesante a los trabajadores estatales. El único recurso adecuado era el recurso judicial ante el fuero laboral. 

Por otro, el recurso tampoco fue eficaz. Partiendo de la base de que el recurso no era el adecuado, pocas chances existían de que entonces, pudiera resultar eficaz en el caso concreto y dar remedio a la violación de los derechos de los trabajadores, perpetrada por el Gobierno panameño. 

Por último, el remedio al que tuvieron acceso, no fue sustanciado en el marco del debido proceso legal, lo que también redundó en perjuicio de su potencial efectividad.  

De esta manera, los trabajadores víctimas del accionar ilícito del Estado panameño, al ser despedidos de sus puestos de trabajo, no han tenido la posibilidad de acceder a un tribunal de justicia competente, independiente, imparcial y establecido con anterioridad por la ley, que dirima el conflicto planteado y de acuerdo a las garantías del debido proceso legal.

El tribunal de justicia para ser considerado tal de acuerdo a las exigencias de la Convención en su artículo 8, debe ser competente, independiente, imparcial y haber sido establecido con anterioridad a los hechos objeto del conflicto legal.

Además, el proceso instaurado que se sustancie para "la determinación de los derechos y obligaciones" del justiciable debe necesariamente sustanciarse acatando ciertas garantías que hacen al derecho al debido proceso legal, previstas en el artículo 8.1.  

En lo que sigue, desarrollaremos en primer lugar, las distintas características que deben verificarse en el tribunal de justicia y demostraremos cómo en el caso bajo análisis no han sido respetadas. En consecuencia, demostraremos la no adecuación así como la inefectividad del recurso que los trabajadores panameños tenían a su disposición a fin de obtener el remedio a la violación a sus derechos.

En segundo lugar, nos explayaremos sobre las debidas garantías que en el marco del proceso instaurado para la destitución de los empleados, el Estado de Panamá debía garantizar.  

Indudablemente, las violaciones antes referidas indican a las claras la inexistencia de un recurso adecuado potencialmente apto para dar remedio efectivo a la arbitraria e injusta destitución sufrida por los trabajadores panameños.

IV.1.b. Tribunal independiente, imparcial, competente y establecido con anterioridad por ley.   

Los trabajadores víctimas del accionar ilícito del Estado panameño no han tenido la posibilidad de acceder a un tribunal imparcial, independiente, competente y establecido con anterioridad por ley para que dirimiera el conflicto planteado a partir de su despido arbitrario de sus puesto de trabajo.    

Tal como enseña el catedrático argentino Julio Maier, "... el calificativo `imparcial¨ aplicado a la definición de un juez, o la nota de imparcialidad, aplicada a la definición de su tarea,..., menta una serie de provisiones, siempre contingentes históricamente, ... que hoy .. pueden ser esquematizadas por referencia a tres máximas fundamentales...: la independencia de los jueces de todo poder estatal que pueda influir en la consideración del caso, la llamada imparcialidad frente al caso, determinada por la relación del juzgador con  el caso mismo ..., y el principio del juez natural  o legal, que pretende evitar toda manipulación de los poderes del estado para asignar un caso a un tribunal determinado, de modo de elegir los jueces que lo considerarán ad hoc
". 

La palabra juez "no se comprende, al menos en el sentido moderno de la expresión, sin el calificativo de ´imparcial`. De otro modo: el adjetivo ´imparcial´ integra hoy, desde un punto de vista material, el concepto ´juez`, cuando se lo refiere a la descripción de la actividad concreta que le es encomendada a quien juzga y no tan sólo a las condiciones formales que, para cumplir esa función pública, el cargo -permanente o accidental- requiere
". 

El Estado de Panamá ha violado palmariamente, las tres máximas mencionadas: independencia judicial, imparcialidad frente al caso y juez natural. 

• Independencia de todo poder estatal 

La independencia del poder judicial, respecto de los otros poderes del Estado, resulta vital para obtener una decisión por parte del juez, ajena a consideraciones políticas coyunturales, y ajustada únicamente a lo que la ley establece
.


La independencia judicial "implica que cada juez, cuando juzga y decide un caso concreto, es libre -independiente de todo poder, inclusive del judicial- para tomar su decisión y sólo se le exige que su fallo se conforme con aplicar el derecho vigente, esto es, que se someta a la ley. Salvo la ley que rige el caso, se prohíbe así que determine su decisión por órdenes de cualquier tipo y proveniencia
".


La doctrina de la Comisión establece “que la efectiva vigencia de las garantías contenidas en  los artículos citados (artículos XVIII y XXVI de la Declaración; derechos a la justicia y al debido proceso) se asienta sobre la independencia del Poder Judicial, derivada de la clásica separación de poderes. Esta es una consecuencia lógica que se deriva de la concepción misma de los derechos humanos. En efecto, si se busca proteger los derechos de los individuos frente a las posibles acciones del Estado, es imprescindible que uno de los órganos de ese estado tenga la independencia que le permita juzgar tanto las acciones del Poder Ejecutivo como la procedencia de las leyes dictadas y aún de las decisiones emitidas por sus propios integrantes”, concluyendo que por tanto, “... la efectiva independencia del Poder Judicial es un requisito indispensable para la vigencia práctica de los derechos humanos en general
”.    
En este sentido y con relación al derecho a la justicia y al proceso regular, considera la Comisión que "la subordinación de hecho y de derecho de la administración de justicia al poder político afecta una de las condiciones que estima fundamentales para la vigencia práctica de ese derecho. Ello crea un negativo clima de incertidumbre y temor entre la ciudadanía, que se refuerza por la debilidad de las garantías procesales ... 
".

Refiriendo al sistema europeo de protección de los derechos humanos, en el caso  Campbell y Fell c. UK, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos indicó las consideraciones que toma en cuenta a fin de evaluar la independencia del tribunal. En este sentido, manifestó: "Cuando se determina si un cuerpo puede ser considerado ´independiente` -del ejecutivo y de las partes del caso- el Tribunal ha reparado en la manera de nombrar a sus miembros, en la duración del término de su cargo, la existencia de garantías contra presiones externas y si el cuerpo presenta apariencia de independencia
".

A fin de objetar la independencia del tribunal en relación a la manera de nombramiento, “debe ser demostrado que la práctica del nombramiento ´en general es insatisfactoria` o que ´al menos el establecimiento de un tribunal en particular para decidir un caso estuvo influenciada por motivos impropios´
, por ejemplo, motivos que sugieran un intento de influenciar el resultado del caso
.  Además, “los arreglos para la selección y sustitución de determinados jueces para un caso particular puede traer aparejadas cuestiones sobre la independencia judicial”
.

En relación a la duración del término del cargo de los jueces, es de mencionar el caso Eccles, mc Phillips y Mc Shame c. Irlanda en el que se cuestionaba la independencia de la Corte Criminal Especial irlandesa que juzgaba delitos terroristas. La independencia de los jueces era cuestionada ya que podían ser despedidos sin causa alguna y sus salarios podían ser reducidos
.

Luego de lo expuesto, considerando el caso bajo análisis, resulta evidente que los tribunales de justicia que entendieron en los recursos interpuestos por los trabajadores destituidos, no revestían la condición de ser independientes de los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Recordemos que la Asamblea Legislativa de Panamá, aprobó el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo y sin esperar al menos su entrada en vigencia inició una sistemática política de despidos masivos que concluyó con la destitución de las 270 personas víctimas en el presente caso.

Ello por cuanto, el establecimiento de los jueces para entender en los casos de los empleados destituidos, devino de una selección deliberada y específica para el caso concreto y ex post facto, es decir, con posterioridad al acaecimiento de los hechos que motivaron la cesantía. Los jueces naturales para entender en estos supuestos, -jueces en materia laboral-, resultaron arbitrariamente sustituidos por magistrados con competencia en lo contencioso-administrativo. Dicha circunstancia no hace sino generar la sospecha fundada de que la selección y sustitución de los jueces naturales estuvo influenciada por motivos que sugieren un intento de incidir en el resultado del caso.  

Por otro lado, el fracaso sistemático de los recursos judiciales interpuestos por los trabajadores frente a una actuación gubernamental a todas luces arbitraria e ilegal, no hacen sino confirmar aquella sospecha fundada. 

Tal como establece el TEDH y citamos oportunamente, los arreglos para la selección y sustitución de determinados jueces para un caso particular puede traer aparejadas cuestiones sobre la independencia judicial.

Por último, debe considerarse que a los jueces integrantes de la Sala en lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema Nacional, les fue atribuida competencia en esta materia en forma temporaria. Sólo para su intervención en este caso particular, es decir, en relación a los trabajadores que protagonizaron la manifestación del día 4 de diciembre del año 1989. Con posterioridad a su juzgamiento, dicho tribunal perdía la competencia para entender en materia de cesantía de trabajadores estatales.

•Imparcialidad frente al caso

La independencia es una condición necesaria para garantizar la ecuanimidad, pero no es la única, ni es, por ello, suficiente. Otra de esas condiciones necesarias es colocar frente al caso, ejerciendo la función de juzgar, a una persona que garantice la mayor objetividad  posible  al enfrentarlo. A esa situación del juez , en relación al caso que le toca juzgar, se la denomina, propiamente, imparcialidad
.

Para garantizar esta imparcialidad es importante impedir que sobre el juzgador pese frente al caso concreto algún "temor de parcialidad".

Imparcial significa "aquel que no es parte en un asunto que debe decidir, esto es, que lo ataca sin interés personal alguno". Por otra parte, "el concepto refiere semánticamente, a la ausencia de prejuicios a favor o en contra de las personas o de la materia acerca de las cuales debe decidir
". 

En palabras del Tribunal Constitucional Español, "debe abstenerse todo juez del que puede temerse legítimamente una falta de imparcialidad pues va en ello la confianza que los tribunales de una sociedad democrática han de inspirar a los justiciables ... 
".

A mayor abundamiento, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Piersack c. Bélgica, expresó que ¨"imparcialidad significa ausencia de prejuicios"
. Según este Tribunal para satisfacer el requisito de imparcialidad, el tribunal debe satisfacer tanto el test objetivo como el subjetivo. En efecto, ha dicho el tribunal europeo, en el caso Hauschildt c. Dinamarca que "la existencia de imparcialidad para el propósito del artículo 6.1. debe ser determinada acorde con el test subjetivo, esto es, respecto de la convicción personal de un juez particular en un caso concreto, y también acorde con el test objetivo, esto es, indagando si el juez ofrece garantías suficientes para excluir cualquier duda legítima a este respecto
".

Si se observa el contexto que rodeó el dictado de la Ley 25, y los mismos motivos que se expresan para justificar su dictado, resulta bastante llamativo que entre las medidas dispuestas por dicha ley se contemplara el cambio de jurisdicción laboral a la contencioso- administrativa para atender las demandas de los trabajadores.  

En efecto, salvo que el gobierno hubiera aprovechado el dictado de una ley de orden público para al mismo tiempo hacer una modificación "inofensiva" a la ley común de distribución de competencias, específicamente a la ley Nº 8, parece bastante claro que la ley 25 al exceptuar la competencia del fuero laboral para atender estos casos apuntaba a someter la cuestión a tribunales que con mayor seguridad responderían a los intereses del gobierno, sustrayendo a los trabajadores del juez que por ley les correspondía y de las consecuentes garantías procesales.  

Por otro lado, nótese que el Gobierno de Panamá, en su escrito, no da ninguna explicación convincente que justifique esta medida. Es más, intenta  justificar la adopción de semejante resolución utilizando como argumento las mismas decisiones que aquí se cuestionan.

Así tras reconocer que la ley aplicable a la relación laboral de los trabajadores públicos del IRHE y del INTEL con el Estado, era la ley Nº 8 del 25 de febrero de 1975, dice que la Sala contencioso Administrativa de la Corte Suprema de Justicia de Panamá, en su sentencia del 30 de junio de 1993 determinó que : "La referida ley 25 en los artículos 5 y 6, también señaló que modificaba en cuanto le fueran contrarias, las disposiciones contenidas en la ley Nº 8...". 

Luego se expresa en dicho escrito: "Evidentemente, la modificación tuvo vigencia, en tanto vino a establecer un nuevo procedimiento referido a la relación laboral del empleado público y el estado".  Ello claramente no es así ya que la sustracción que la ley 25 hace de la competencia del fuero laboral, que es quien tradicionalmente debería haber entendido en este caso, no es una sustracción general y para todos los casos en que hubiera que juzgar conflictos  suscitados por las relaciones laborales de los empleados del estado, sino que aquí se otorgó el entendimiento del caso concreto a un tribunal que no era competente con anterioridad al hecho y que tampoco (salvo una modificación legislativa general) lo será para entender en otros casos de materia laboral aunque los involucrados sean agentes del estado. Esta maniobra, por consiguiente genera una fuerte sospecha de imparcialidad por parte del tribunal manifiestamente elegido para resolver, y nos introduce en el otro principio que hemos mencionado como constitutivo del concepto de imparcialidad del juez: el del juez natural.   

•El principio del juez natural

Una buena manera de asegurar la independencia e imparcialidad del tribunal “es evitar que él sea creado o elegido, por alguna autoridad, una vez que el caso sucede en la realidad... 
". 

La esencia de este principio es cerrar toda posibilidad para que los órganos de gobierno elijan o determinen el tribunal competente para el caso.  De este modo el principio que se trata no solo apunta a impedir en primer lugar, "...el peligro mayor y más grosero para la seguridad individual, las comisiones especiales, como forma abierta y transparente de determinar que un tribunal de excepción juzgue un caso..." sino también como segunda medida, "... la posibilidad de que tribunales competentes, según una ley general posterior al hecho, se avoquen al trámite y decisión de causas pendientes, anteriores al comienzo de vigencia de la ley, forma que (permite) determinar, encubierta o disimuladamente, con posterioridad al hecho el tribunal que lo juzga
". 

 “La  regla es clara: en principio, determina, positivamente, que el único tribunal competente para el juicio es aquel designado como tal por la ley vigente al momento en que se comete el hecho punible objeto del procedimiento; en segundo término, cancela el efecto retroactivo que se pudiera pensar o que el legislador pudiera atribuirle a una ley de competencia. Las leyes de competencia, entonces, solo rigen para el futuro... 
”.

De este modo, como ya se adelantara precedentemente,  la sustracción arbitraria de la causa que se denuncia a la jurisdicción imparcial del tribunal que continúa teniendo dicha competencia para relaciones laborales semejantes, con el fin de atribuir esta competencia en un caso concreto y particular a un tribunal que no la tenía, como lo hizo la ley 25 del 14 de diciembre de 1990, constituye una grosera violación al principio del juez natural y constituyó una manera encubierta de asignar el caso a un tribunal que se sabía de antemano, favorecería la posición del gobierno. 

En igual orden de ideas, debemos puntualizar que la maniobra que desembocó en la sustracción de competencia del fuero laboral y se la atribuyó al contencioso-administrativo, fue concretada con posterioridad a la sucesión de acontecimientos que dieron origen al conflicto, dato que evidencia la intencionalidad de seleccionar antojadizamente el tribunal competente para el caso.   

Surge entonces del desconocimiento de la garantía del juez natural, la del juez competente. Así, los jueces en lo contencioso-administrativo no resultaban ser los competentes para dirimir el conflicto planteado.

Tal como ha afirmado ese Honorable Tribunal en el caso Loayza Tamayo en el que estableció la violación por parte de la garantía del juez competente, “ .. los tribunales castrenses actuando ultra vires usurparon jurisdicción e invadieron facultades de los organismos judiciales ordinarios, ya que según el mencionado Decreto Ley No. 25.475 (delito de terrorismo), correspondía a la Policía Nacional y al Ministerio Público la investigación de ese ilícito y a los jueces ordinarios el conocimiento del mismo”
. 

Ahora bien, cabe asimismo destacar que esta afectación al principio del juez natural se hace aún más grave en el presente caso, ya que en materia laboral, el derecho procesal es un instrumento para realizar los valores superiores contenidos en el derecho de fondo. 

Conforme lo relata la Comisión en su escrito de presentación de demanda, luego de ser destituidos, los trabajadores presentaron sus reclamos de conformidad con las leyes vigentes, pero bajo el argumento de que como éstas habían sido dejadas sin efecto o modificadas parcialmente en virtud de la ley 25, sus reclamos fueron tramitados conforme al procedimiento creado especialmente para ellos por dicha ley. 

Por lo tanto, los trabajadores tuvieron que someterse no a los tribunales competentes que les correspondían –fuero laboral-, sino a los que les fueron impuestos luego de entrar en vigencia la ley 25. 

Así el procedimiento de carácter laboral y el juez de trabajo competente al que estaban sometidos por la normativa vigente no sólo al momento de producirse los hechos sino incluso después de que se produjeron la mayoría de los despidos, se reemplazó por un reclamo contencioso-administrativo extraordinario totalmente ajeno al ámbito laboral. Adicionalmente, todos sus reclamos ante la Corte Suprema, mediante un planteo de inconstitucionalidad ante su sala contencioso-administrativo fueron desestimados.  

La ley 25 en su artículo 4 declaró inaplicable en el caso de los trabajadores destituidos el Código del Trabajo, y la restante normativa laboral.

En efecto, el artículo 4 establecía: “Para los efectos de la aplicación de esta Ley, en el caso de los sindicatos de trabajadores del sector público, no será aplicable la Sección Segunda del Capítulo VI del Título I del Libro III del Código de Trabajo, ni el artículo 137 de la ley No. 8 del 25 de febrero de 1975”. 


De esta manera,  al quitarles arbitrariamente a los trabajadores el derecho de que los juzguen jueces especializados en materia laboral y sensibilizados  con el tipo de problemas que se presentan en dicho campo, a la par de que se  viola el principio de juez natural y competente se afecta al mismo tiempo el derecho de estos trabajadores a un proceso justo revestido de las garantías necesarias para una real, adecuada y efectiva defensa de sus derechos, y en consecuencia a una tutela judicial eficaz.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en reiteradas oportunidades se refirió al “prominente lugar que el derecho a un juicio justo ocupa en una sociedad democrática según el significado otorgado por el Convenio”
, circunstancia que trae como consecuencia que “no puede haber justificación en interpretar el artículo 6.1. de la Convención restrictivamente”.

Esta misma Corte ha señalado que “... el artículo 8 no contiene un recurso judicial propiamente dicho, sino el conjunto de garantías que deben observarse en las instancias procesales para que pueda hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales según la Convención (...). Este artículo 8 reconoce el debido proceso legal, que abarca las condiciones que deben cumplirse para asegurar la verdadera defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial ... 
”.


Como ya se ha dicho, al ser privado del juez natural y por ende competente para entender en el conflicto suscitado, es decir, del juez laboral, los trabajadores destituidos resultaron privados de las garantías del debido proceso en materia laboral que la legislación panameña reconocía. Además, como ya veremos, tampoco se respetaron en el procedimiento "no judicial" que concluyó con su destitución las garantías del debido proceso legal que expresamente prevé el art. 8.2. de la Convención y que debían aplicarse al caso, independientemente del tribunal al que se atribuyera la competencia. 

Los trabajadores panameños se vieron privados del fuero laboral, fuero claramente protector y beneficioso para la defensa de los derechos de los trabajadores y que tal como referimos materializa los principios del derecho sustancial que resultan en mayor medida ventajosos para los trabajadores.  

En este sentido, esa Ilustre Corte, debe reparar en el hecho de que “la adecuada defensa de los derechos” de los empleados estatales del Estado de Panamá sólo resultaba realizable a través del reconocimiento de las garantías adicionales que prevé el fuero laboral. 

A mayor abundamiento, ese Honorable Tribunal debe advertir que el único recurso adecuado y eficaz para entender en la decisión gubernamental de la cesantía de los trabajadores afectados, era el recurso ante el juez laboral, previsto en la normativa pertinente. 

Resulta en este punto pertinente hacer referencia a la Observación General N° 3 emitida por el Comité de Derechos Humanos -órgano de aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -, en relación al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que prevé el derecho a un proceso justo. En este comentario, el Comité estableció: “En la segunda frase del párrafo 1 del artículo 14, se dispone que toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías. En el párrafo 3 se detallan esas garantías en relación con los procesos penales. Ahora bien, las exigencias formuladas en el párrafo 3 son requisitos mínimos, cuya observancia no es siempre suficiente para asegurar un proceso que llene los requisitos previstos en el párrafo 1”. 

Según O´Donnell, “el individuo no sólo tiene derecho a ser juzgado con el debido respeto de todas las garantías procesales reconocidas por la normativa internacional, sino a ser juzgado ´con justicia´, a tenor de la Declaración Universal
”. 

El citado autor sostiene que en el ámbito interamericano, el derecho a un proceso justo previsto en la Convención  Americana,  al igual que en el ámbito universal, tiene una dimensión que trasciende el cumplimiento de las garantías especificadas en el texto. 

Para así concluir sostiene que “además, la doctrina del Comité de Derechos Humanos, que considera que el derecho a un proceso justo tiene una dimensión que trasciende el cumplimiento de las garantías específicas enumeradas en el Pacto, no está fundamentada únicamente en la formulación del artículo 14.1., sino también en la cláusula inicial del artículo 14.3., que advierte que las garantías allí enumeradas son ´garantías mínimas´. Esta cláusula, que el Comité interpreta como una nómina de garantías mínimas no taxativa, figura también en el artículo 8.2. de la Convención Americana, de manera que la lógica de su interpretación se aplica también a este último instrumento
”.

En el mismo orden de ideas, respecto de la formulación contenida en el Convenio Europeo en su artículo 6.1., se sostiene que “el derecho a un juicio justo tiene un final abierto, es de naturaleza residual”. En efecto, “provee una oportunidad tanto para agregar otros derechos no especificados en el artículo 6 que son considerados esenciales para un juicio justo y para decidir si un juicio justo ha ocurrido en relación a los hechos de un caso determinado cuando el procedimiento es tomado como un todo. ... Un número de derechos específicos han sido, en efecto, adicionadas al art. 6.1. a través de la garantía del juicio justo. Aquellos mejor establecidos son los derechos a un juicio oral y la igualdad de armas
".

Siguiendo la línea de razonamiento esbozada por O´Donnell, la jurisprudencia del TEDH y del Comité de Derechos Humanos, es posible afirmar que en el caso de los trabajadores estatales destituidos, el único juicio justo, a la luz de la normativa de la Convención, era el procedimiento laboral, configurado por una serie de garantías adicionales que permiten la real y adecuada defensa de sus derechos. De lo contrario, no puede hablarse de una tutela judicial efectiva  a la luz de las normas de la Convención.

Tal  como lo señala el catedrático español Antonio Baylos Grau, “...en el ejercicio de la tutela judicial efectiva debe ponderarse la desigualdad social que se produce entre las partes dentro de las relaciones laborales; de una parte, las relaciones de subordinación existentes entre las partes en el seno del contrato de trabajo y la función básicamente tuitiva que en este contexto posee el ordenamiento laboral van a influir en el sentido y orientación de ciertas instituciones procesales en lo laboral ... el rol tuitivo propio de la legislación laboral ha de tener también sus consecuencias en el terreno procesal, de modo que como lo señala el Tribunal Constitucional el carácter de ordenamiento compensador e igualador propio del derecho del Trabajo también es referible al proceso de trabajo
”. 

Se puede concluir entonces que la  tutela judicial efectiva en materia laboral solo  se concreta y garantiza en tanto se respete esta inescindible relación que existe entre normas sustantivas y procesales de esta rama del derecho
. 

Sin perjuicio de todo lo dicho precedentemente, y aún cuando hipotéticamente no se objetara la competencia que la ley 25 asigna a la Sala tercera en lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema de Justicia de Panamá, la concreción de los despidos por los órganos administrativos y la posterior intervención judicial restringida, violenta de todas maneras las garantías de independencia e imparcialidad de tribunal de justicia.

En efecto, la revisión judicial restringida por parte de la Sala de la Corte Suprema  interviniente en el caso, impidió que los trabajadores destituidos accedieran a un tribunal de justicia independiente e imparcial. A fin de no resultar sobreabundantes, nos remitimos a las consideraciones vertidas supra en relación a la conceptualización de estas garantías.  

Como ha sido puesto en conocimiento de esa Honorable Corte, en el ámbito judicial, los empleados despedidos interpusieron recurso ante la Sala Tercera en lo Contencioso-Administrativo de la Corte Suprema, tribunal que funciona como un tribunal de casación en lo laboral. 

Según el propio Gobierno de Panamá afirma en su contestación de demanda, “la ley 25 ... les dio acceso inmediato al más alto tribunal de la Nación, la Corte Suprema de Justicia, que de paso tiene una Sala especializada en asuntos laborales: la Sala Tercera en lo Contencioso-Administrativo, la cual consecuentemente es el más alto Tribunal Laboral de la República de Panamá, pues de común acuerdo con lo establecido en el último párrafo del numeral 3) del artículo 1064 del Código de Trabajo, la Sala ejerce las funciones de Tribunal de Casación en lo laboral (hasta tanto no entre en funcionamiento en Panamá una Corte de Casación Laboral, lo cual no ha ocurrido todavía) 
”.  

De este modo, podemos afirmar que los trabajadores destituidos no han accedido a un tribunal de justicia revestido de las garantías de independencia e imparcialidad, a través de la interposición de un recurso judicial efectivo que contara con amplia jurisdicción para revisar tanto los hechos como el derecho objeto del conflicto suscitado.

El recurso contencioso-administrativo interpuesto ante la Corte Suprema fue un recurso extraordinario de casación, no un recurso de apelación simple, por el que se pudieran controvertir tanto los hechos como el derecho aplicable. 

Resulta en consecuencia que el conocimiento posterior de la resolución de destitución adoptada por los órganos administrativos, no configura “revisión judicial suficiente” de acuerdo a la jurisprudencia de los órganos del sistema interamericano. 

Tal como se verifica en el presente caso, muchas de las decisiones que resultan determinantes de los derechos y obligaciones de un individuo son tomadas por el Poder Ejecutivo u otro organismo que no es un “tribunal” en el sentido exigido por las normas contenidas en los pactos de derechos humanos. 

Al respecto, la Comisión ha establecido que la autolimitación del Poder Judicial, que se manifiesta especialmente a través de la negación de su propia competencia para examinar los fundamentos de diversas medidas del Poder Ejecutivo, dejando al individuo efectivamente desamparado frente a la violación de derechos formalmente reconocidos y vigentes, desemboca en el desconocimiento de la garantía del juez independiente
.

En un caso en el que dos nacionales chilenos habían sido expulsados de Chile, sin posibilidad de que un tribunal de justicia reviera las circunstancias fácticas que fundamentaban la orden de expulsión, la CIDH estableció, que "dichas circunstancias demuestran que el procedimiento instaurado para revisar las medidas adoptadas por el Presidente en base a la norma transitoria mencionada convierte al poder Ejecutivo en el única autoridad que entiende en el recurso de revisión, lo que en consecuencia viola las reglas que regulan el ejercicio del derecho al debido proceso
".

En el ámbito europeo cuando ello es así, el artículo 6º del Convenio Europeo requiere, en concordancia con el derecho de acceso a la justicia, que el Estado provea el derecho a cuestionar la decisión ante un tribunal que ofrezca las garantías establecidas en el artículo 6.1., es decir las garantías de independencia e imparcialidad
.

Respecto al alcance de la revisión que le compete al tribunal de justicia, los pronunciamientos del TEDH -cuya jurisprudencia ha servido a esa Corte como guía indiscutida para interpretar las normas de la Convención- son coincidentes en señalar que el tribunal que revisa decisiones administrativas debe tener una jurisdicción amplia tanto sobre el derecho como sobre los hechos. Ello por cuanto el individuo debe tener la posibilidad de que en definitiva sea un juez, con las debidas garantías de independencia e imparcialidad quien resuelva sobre el mérito de sus pretensiones. 

La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la materia avala sobradamente la postura que se sostiene en el presente memorial.

En el caso Albert y Le Compte c. Bélgica los denunciantes eran médicos que alegaban la inexistencia en el orden jurídico interno de una vía legal adecuada para recurrir decisiones disciplinarias adoptadas en su contra en base a los méritos del asunto. Estas decisiones fueron adoptadas por una asociación profesional, decisiones que podrían ser recurridas  ante un órgano de igual naturaleza que la asociación y finalmente a la Corte de Casación Belga. El Tribunal Europeo manifestó que el Convenio requiere o bien que estas asociaciones  cumplan con los requisitos exigidos por el art. 6 o en su defecto, las decisiones deben estar sujetas al control de un órgano judicial que tenga jurisdicción ilimitada (“full jurisdiction”) y cumpla con las garantías previstas en el artículo 6 .1 del Convenio Europeo porque las asociaciones profesionales que tenían facultades para entender sobre el mérito del caso, no tramitaban el proceso en forma pública y porque la Corte de Casación, que cumplía con los requisitos procedimentales del artículo 6.1., sólo podía considerar los aspectos legales
. 

En igual sentido se pronunció el TEDH en el caso Obermeier c. Austria, el denunciante había sido expulsado de su empleo por un órgano gubernamental en razón de considerar que tal decisión “estaba socialmente justificada”. A pesar de que era posible recurrir tal decisión ante la Corte Administrativa austríaca sobre la base de que el gobierno estaba ejerciendo su discreción de una forma incompatible con el objeto y fin de la ley, el Tribunal Europeo entendió que una revisión tan limitada, violaba el artículo 6.1. del Convenio Europeo
.

Tal como se desprende de los pronunciamientos referidos, el derecho a acceder a un tribunal de justicia únicamente está garantizado si la decisión adoptada por un órgano no judicial que incide sobre derechos de los individuos es revisada posteriormente por un órgano judicial con amplia jurisdicción para controlar lo actuado en punto a la determinación de los hechos y al derecho aplicado.

En igual orden de ideas se ha pronunciado el Comité de Derechos Humanos. En efecto, la doctrina del Comité reconoce que los tribunales administrativos no deben necesariamente cumplir con los requisitos del artículo 14.1. en tanto exista un recurso de revisión de la decisión del órgano administrativo ante un tribunal judicial que cumpla con dichos requisitos, y que la competencia ratione materiae de los tribunales ordinarios sea suficientemente amplia para subsanar cualquier incumplimiento del artículo 14.1., ocurrido en el procedimiento administrativo
.   

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales -órgano de aplicación del pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales- ha establecido en su Observación General Nº 9 que "... es conveniente muchas veces establecer un derecho último de apelación judicial con respecto a los procedimientos administrativos ... 
”. 

Por su lado, el Tribunal Administrativo de la Organización Internacional del Trabajo ha sostenido que aún cuando se pretenda que el Tribunal no puede revisar la sustancia de decisiones administrativas, tales  como las decisiones sobre el manejo de los fondos o sobre reorganización, debe tener efectivamente el poder de revisar el proceso mediante el cual se llega a dichas decisiones e investigar si existió abuso de autoridad, incompleta consideración de los hechos o violaciones a principios elementales de justicia
. 

Ahora bien, llegado este punto del análisis cabe poner de manifiesto que el derecho a la protección judicial efectiva, ha sufrido en este caso una doble violación, ya que también se ha conculcado groseramente cuando la Corte Suprema de Panamá declaró parcialmente inconstitucional la Ley 25 y sin embargo entendió que esa decisión no podía aplicarse retroactivamente.

En su pronunciamiento el máximo tribunal panameño dispuso que cuando el Consejo de Gabinete procedió a determinar “mediante Resolución Nº 10 del 23 de enero de 1991” si las acciones de los trabajadores eran o no contrarias a la Democracia y al Orden Constitucional, actuó inconstitucionalmente porque la ley 25 le atribuía una potestad reglamentaria que no le correspondía por lo que al actuar como lo hizo, infringió el numeral 2 del artículo 203 de la Constitución” y agregó que el Consejo de gabinete no puede ejercer esa función, porque la facultad de determinar cuáles actos atentan contra el orden constitucional es de competencia del órgano judicial según lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 203 de la Constitución. 

No obstante ello, luego sostuvo que “tratándose de normas legales ... las decisiones de la corte en materia constitucional no producen efectos retroactivos”. 

Ello equivale a decir en este caso que la Corte no podía revocar  lo actuado por el Órgano Administrativo. 

Nótese que en este caso el único requisito previsto para la destitución de los trabajadores era que el Consejo de Estado determinara si los mismos habían desarrollado acciones atentatorias contra la Democracia y el Orden Constitucional. Si el recurso judicial puede comprobar la violación de derechos, pero no puede anular en forma retroactiva los actos ya dictados afectados por ese vicio de ilegalidad, entonces el Poder Judicial no resulta  apto para amparar al individuo en sus derechos afectados ni para proveerle una reparación adecuada; elementos  que integran -según expresó la Comisión- el derecho a la tutela judicial efectiva
.

IV.1.c. Derecho a obtener una sentencia razonada

El principio de la efectividad del recurso judicial se torna ilusorio si su objeto, cual es la sentencia, es consecuencia de la mera voluntad caprichosa del juez y no se sustenta en las constancias de la causa y en consecuencia en los hechos probados y  en el derecho vigente. Este supuesto se verifica en el presente caso.

Como consecuencia de la revisión judicial restringida de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, limitada a la revisión del derecho aplicado, las sentencias judiciales resultaron en definitiva, arbitrarias, ya que no se sustentaron sobre hechos debidamente comprobados, ya sea en sede administrativa o judicial.

Reflexionemos sobre la siguiente hipótesis. Un Estado posee las estructuras necesarias para garantizar a todo individuo sujeto a su jurisdicción un recurso judicial. Este recurso judicial se sustancia por tribunales competentes e imparciales establecidos con anterioridad por la ley y en tiempo razonable. Sin embargo, los jueces emiten sus sentencias apelando a su mero arbitrio, omitiendo la consideración de las pruebas colectadas en la causa, haciendo caso omiso de las alegaciones vertidas por las partes en el pleito, o prescindiendo del derecho en vigor. Una situación de esta naturaleza, indudablemente, refleja la inexistencia de un recurso judicial efectivo en los términos de la Convención.

Y es,  Ilustre Corte, esta situación la que se configura en el presente caso. 

Tal como lo establece la Corte, el recurso judicial para ser efectivo, debe ser sustanciado, de acuerdo a las exigencias del debido proceso legal establecido en el artículo 8 de la Convención. 

Nos interesa en el marco de este memorial, destacar que las decisiones judiciales que recayeron acerca de la destitución de los empleados, no han sido decisiones razonadas en base a los hechos probados en la causa y al derecho aplicable. Ello, fundamentalmente por cuanto ni en sede administrativa, ni en sede judicial, se ha constatado la participación de los empleados estatales en los hechos que les fueran endilgados. 

En efecto, los hechos sobre los que se basa la sentencia de la Corte Suprema, son hechos jamás comprobados, hechos afirmados unilateralmente por el Gobierno. 

En definitiva, no se sustanció el recurso judicial de acuerdo a las debidas garantías, en tanto la sentencia dictada en la causa no estuvo basada en circunstancias que hayan tenido debida comprobación en la causa, tal como resulta exigencia del artículo 8 de la Convención. 

Tal como tiene dicho la Honorable Comisión, “el derecho a la tutela judicial efectiva prevista por el artículo 25 no se agota en el libre acceso y desarrollo al recurso judicial. Es necesario que el órgano interviniente produzca una conclusión razonada sobre los méritos del reclamo, que establezca la procedencia o improcedencia de la pretensión jurídica  que, precisamente, da origen al recurso judicial. Es más, esa decisión final es el fundamento,                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           y el objeto final del derecho al recurso judicial reconocido por la Convención Americana en el artículo 25, que estará también revestido por indispensables garantías individuales y obligaciones estatales (artículo 8 y 11) 
". 
Considerando la normativa del Convenio Europeo, particularmente el artículo 6 que especifica las garantías judiciales, es de hacer notar que "la exigencia de un juicio justo supone que el tribunal dará razones para su fallo"
. 

Mientras que los a tribunales nacionales se les permite una discreción considerable  en cuanto a la estructura y el contenido de la sentencia, deben "indicar con suficiente claridad los motivos sobre los que basan su decisión", a efectos de que la persona acusada pueda utilizar eficazmente el derecho de apelación previsto en el ordenamiento jurídico nacional
". 

La justificación que subyace la exigencia bajo análisis, radica en el interés de la parte en el caso de conocer las razones de cualquier sentencia que lo concierne y del público en una sociedad democrática  en conocer las razones dadas en las decisiones judiciales
. 

Las sentencias dictadas en el presente caso, en última instancia, carece de toda fundamentación válida ya que los hechos sobre los que se sustenta no han sido debidamente acreditados en la causa. 

En definitiva, las resoluciones judiciales emitidas por la Corte Suprema de Justicia de Panamá, resultan arbitrarias ya que las razones fácticas sobre las que se basan, son falaces, inexistentes y en todo caso, no han sido comprobadas. 
IV.1.d. Violación de las garantías previstas en el artículo 8.2 de la CADH

•Aplicación de las garantías establecidas en el artículo 8.2. al procedimiento disciplinario   

Tal como se ha referido, el artículo 8.1. de la Convención Americana contiene las garantías mínimas que configuran el debido proceso legal. Algunas de ellas fueron tratadas en  acápites anteriores; garantía de juez competente, independiente, imparcial y establecido con anterioridad por ley, derecho a las garantías del procedimiento laboral y a una sentencia razonada.  

En el presente acápite demostraremos que el Estado de Panamá ha violado la Convención en cuanto a las garantías judiciales de las víctimas, reconocidas en el artículo 8.2, garantías que el estado debía respetar en el procedimiento sancionador que concluyó con la destitución de los trabajadores estatales.
El artículo 8.2. establece: “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad a las siguientes garantías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 

b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrase defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”.  

Previo a avocarnos al análisis de este último punto, estimamos pertinente dejar señalado que las víctimas de este caso, al no haber tenido acceso a un recurso judicial efectivo sustanciado ante un tribunal de justicia competente, independiente e imparcial, en el marco del debido proceso, tal como lo exige la Convención, en realidad han sido juzgados y sentenciados por órganos administrativos. 

 Si bien formalmente los trabajadores han accedido a un tribunal de justicia, en los hechos, su acceso se vio impedido en atención a la jurisdicción restringida que tenía el tribunal interviniente. Lisa y llanamente, los derechos de los trabajadores panameños resultaron avasallados, sin que un tribunal de justicia conociera sobre los méritos del asunto. 

Tal como se puso de manifiesto, el procedimiento de carácter laboral que debía seguirse de acuerdo a la normativa vigente en el que ocurrieron los hechos se reemplazó por un reclamo contencioso-administrativo extraordinario totalmente ajeno al ámbito laboral y con un ámbito de revisión limitado tanto de los hechos como del derecho. 

A través del mecanismo instaurado por la ley 25, los trabajadores fueron destituidos al margen del debido proceso legal y por autoridades administrativas: Organo Ejecutivo, Ministros de Estado, directores de instituciones autónomas y semi-autónomas y de empresas estatales, etc. y no tuvieron posibilidad de que dicha decisión fuera revisada por un tribunal competente y con facultades suficientes y efectivas para revertir la injusta decisión de destitución, en el marco del debido proceso legal. 

La totalidad de los órganos referidos por la Ley 25 ejercen sus funciones dentro de la órbita del Poder Ejecutivo. Esta afirmación no merece mayor desarrollo ya que resulta indiscutible a la luz de la propia legislación panameña.

Hecha esta aclaración, cae de maduro  que si los empleados no tuvieron posibilidad de acceder a un procedimiento judicial, el respeto de todas las garantías del art. 8.2. debió haberse dado, aunque más no sea, ante el órgano administrativo que actuó como acusador y juez de este caso.  

Máxime cuando las garantías previstas en el artículo 8.2. deben ser aplicadas a los procedimientos disciplinarios sustanciados en sede administrativa, independientemente de la existencia de un recurso judicial posterior.  

En primer lugar, debemos referir que esa Honorable Corte tiene dicho que si bien "en materias que conciernen a la determinación de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter el art. 8 no especifica garantías mínimas, como lo hace el numeral 2 al referirse a materias penales", "el concepto de debidas garantías se aplica también a esos órdenes y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene también derecho al debido proceso que se aplica en materia penal
". 

Por su parte, la Comisión Interamericana efectuó un valioso aporte a la doctrina en esta materia, al declarar que cuando una medida impuesta por vía administrativa es comparable en su gravedad a una pena, la presunción de inocencia y demás garantías previstas para procesos penales, deben ser respetadas
.

En igual línea de razonamiento, O´Donnell en referencia a las garantías establecidas en el inc. 3 del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo similar en la Convención Americana, es el inc. 3 del artículo 8, expresó: “A nuestro criterio gran parte de las garantías que figuran en el inciso tercero del artículo 14 del pacto, también tiene relevancia en procesos contencioso-administrativos, incluyendo el derecho a saber de antemano los cargos que pesan contra sí (o los fundamentos de la negación de un derecho o prestación, según el caso); el derecho a los medios adecuados para la defensa (o para la presentación de una reclamación); el derecho a asistir a las audiencias y recibir la asistencia de un abogado; el derecho de interrogar a los testigos que presente el Estado y hacer comparecer, en condiciones de igualdad, a sus propios testigos, y el derecho a  un intérprete si fuera necesario. Sería ilógico sostener que mientras dichas garantías son necesarias en todo proceso penal, incluyendo las contravenciones en que tal vez, ni se afecta la libertad personal del acusado, se les niega ese carácter en procedimientos en los cuales se adjudican otros derechos fundamentales, tales como el derecho a una pensión, a la tierra, al trabajo, a la educación, a la asistencia médica, a la patria potestad, a la participación en elecciones y tantos otros
”.

Concluye el citado autor afirmando: "Teniendo todos los derechos humanos la misma jerarquía, según la doctrina más aceptada, es menester concluir que todas las garantías plasmadas en el artículo 14 del Pacto Internacional tienen obligatoriedad en todo procedimiento que afecte un derecho fundamental del individuo, a menos que la naturaleza misma de la garantía limite su aplicación a procesos de carácter penal
”.

En este punto resulta pertinente ilustrar la discusión con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, respecto de en qué casos son aplicables las garantías previstas en los artículos 6 y 7 del Convenio Europeo, correspondientes al artículo 8.1. y 8.2. de la Convención Americana.  

Tanto las citadas normas del Convenio Europeo como las de la Convención Americana, prevén minuciosamente las garantías a las que tiene derecho toda persona inculpada de un delito.

Y bien, en primer término, el TEDH establece que la aplicación de las garantías previstas en los artículos 6 y 7 del Convenio Europeo no pueden quedar al arbitrio del Estado parte de calificar determinado acto u omisión cometido por un individuo como infracción penal. En este sentido, se pronunció en el caso Ozturk en el que señaló: "... si los Estados contratantes pudieran a su gusto, calificando una infracción como administrativa en lugar de penal, prescindir de las normas fundamentales de los artículos 6 y 7, la aplicación de éstas se subordina a su voluntad soberana. Una amplitud así, podría llevar a consecuencias incompatibles con el objeto y finalidad del tratado
".

En consecuencia, más allá de cuál sea la calificación dada en el ámbito interno, el TEDH estableció ciertos criterios para determinar si una infracción debe considerarse de carácter penal y así serle aplicables las garantías aludidas.

El tribunal de mención ha configurado un concepto autónomo de "infracción penal", con independencia del rótulo establecido en el ordenamiento jurídico nacional.

En el caso Engel y otros, el TEDH ha referido aquellos criterios que sustentan el concepto autónomo, expresando: "A este respecto, importa en primer lugar saber si el o los textos que definen la infracción incriminada pertenecen, según la técnica jurídica del Estado demandado, al derecho penal, al derecho disciplinario o a los dos a la vez. Se trata, sin embargo, de un simple punto de partida. Tal indicación no tiene más que un valor formal y relativo, debiendo examinarse a la luz del denominador común de las legislaciones respectivas de los diversos Estados contratantes. La naturaleza misma de la infracción representa un elemento de apreciación de gran peso ... No se acaba, sin embargo, ahí el control del tribunal, que sería meramente ilusorio si no se tomase igualmente en consideración el grado de severidad de la sanción que puede sufrir el interesado. En una sociedad sujeta a la preeminencia del derecho, son de ´materia penal´ las privaciones de libertad susceptibles de ser impuestas a título represivo, excepto aquéllas que por su naturaleza, su duración o sus modalidades de ejecución no son susceptibles de causar un perjuicio importante. Así lo requiere la gravedad de la cuestión, las tradiciones de los Estados contratantes y el valor que el Convenio atribuye a la libertad personal (cfr. mutatis mutandi, la sentencia de De Wilde, Ooms y Versyp del 18 de junio de 1971, Serie A, núms. 12, pág. 36, último párrafo, y pág. 42 in fine) 
".

En el mismo sentido, el Comité de Derechos Humanos, subrayó que el carácter “administrativo o penal de una medida en el derecho interno no era decisivo para efectos de la aplicabilidad del Pacto
”. La cuestión de saber si una medida debe considerarse  -para efectos del Pacto- como una pena, depende, según el Comité, de otros factores como “el objeto y el propósito
”.
De acuerdo a las consideraciones aquí vertidas, las infracciones que han sido imputadas a los trabajadores estatales, claramente revisten naturaleza penal. Por otro lado, la gravedad de la sanción impuesta, a título represivo, resulta otro indicador para considerar aplicable al caso, las garantías del artículo 8.2.
Vale decir que en el presente caso, el Estado panameño debía respetar la totalidad de las garantías previstas en el artículo 8. Va de suyo que aunque la CADH diga que se trata de garantías judiciales, si en el caso no se da ninguna posibilidad a los afectados de acudir al órgano judicial, ello no implica que las garantías puedan desconocerse; por el contrario es imperioso su respeto en la órbita administrativa.

Sin embargo, las garantías que conforman el derecho al debido proceso fueron desatendidas en este caso: los trabajadores despedidos no fueron informados en el debido momento de los hechos que se les imputaba, no se les dio posibilidad de defenderse, no se abrió el sumario que prevé la ley panameña  Nº 135 como requisito previo al despido.

Además, la obligación de respetar dichas garantías mínimas y los principios de legalidad y retroactividad contenidos en el artículo 9 de la Convención, se ve robustecida en el caso que se analiza por el hecho de que tanto la imposición de una sanción de carácter penal como la aplicación de una sanción disciplinaria, son manifestaciones del derecho punitivo del Estado que siempre debe ser limitado.

En efecto, el movimiento de la ilustración en el que se inspiraron los modelos de los modernos estados de derecho, pretendió reaccionar contra la desprotección del ser humano frente a la fuerza estatal, para lo cual, si bien aceptó en definitiva la existencia del poder punitivo del estado como mecanismo de ejercicio inevitable en la organización política estatal, lo rodeó de límites y garantías individuales para evitar su abuso y aplicación arbitraria al individuo: eso y no otra cosa, representan los “derechos humanos”
.

Las diferencias entre las sanciones disciplinarias y las jurídicos penales propiamente dichas no son sustanciales, sino puramente formales por lo que corresponde la aplicación a las primeras de los principios y garantías fundamentales del derecho penal, especialmente de aquellos que suponen una limitación al poder punitivo del Estado
.

En igual orden de ideas el profesor y catedrático argentino Miguel Marienhoff entiende que la “potestad sancionadora de la administración- es decididamente penal”. Como consecuencia de ello, explica el autor, “las sanciones a imponer deben fundarse en preceptos que reúnan los requisitos substanciales de toda norma penal válida; del mismo modo, en la aplicación de esas normas han de respetarse los principios del debido proceso legal, y, dentro de éstos, el de la libre defensa en juicio
”.

Por otro lado, aún cuando se admitiera que hubo en el caso posibilidad de acceder a un recurso judicial efectivo, y que en él se respetaron todas las garantías del debido proceso (circunstancias que  creemos haber demostrado sobradamente en sentido negativo), el Gobierno panameño también se apartó de las normas de derecho que regían el caso, en tanto las garantías del proceso penal deben darse en el procedimiento administrativo que aplica la sanción, no bastando que la sanción administrativa sea fiscalizable a posteriori por un  recurso judicial, porque ese recurso enjuicia un acto sancionador ya consumado cuya legalidad valora; no es pues en ese caso el Tribunal el que impone la sanción. 

En consecuencia, donde hay que situar todas las garantías del derecho de defensa frente a las medidas represivas y en garantía de la presunción de inocencia es pues, en la propia fase administrativa donde la sanción se produce, sin perjuicio de todas las ulteriores defensas procesales ordinariamente disponibles en los procesos judiciales
.


Por otro lado, aún cuando se sostenga que existe diferencia sustancial entre estos dos poderes punitivos del Estado, el disciplinario administrativo y el penal; la declaración de cesantía de empleados públicos como sanción o exoneración requiere igualmente el respeto de ciertas normas de procedimiento vinculadas con el debido proceso legal, pues si bien esta postura defiende la existencia de una mayor flexibilidad por parte del Poder Ejecutivo para configurar e imponer medidas disciplinarias; ello no podría en ningún caso significar una autorización a los órganos del estado para actuar arbitrariamente, como lo hizo el Gobierno de Panamá.  


En efecto, el principio de legalidad que se vincula directamente con el concepto de Estado de Derecho, ha sido la fórmula que permitió expresar a partir del siglo pasado el encuadre jurídico del estado moderno, sobre el cual se ha asentado la estructuración jerárquica del ordenamiento jurídico y ha servido a la sistematización de la dogmática del derecho administrativo
. 

En virtud de dicho principio, la administración debe adecuar su actuación al ordenamiento jurídico. Y, aunque se interpretara que en ciertos actos el Poder Ejecutivo tiene una potestad de índole discrecional, está más que claro en el derecho administrativo que discrecionalidad no es sinónimo de arbitrariedad; la facultad discrecional tiene límites jurídicos y por lo tanto es susceptible de revisión judicial
.    


De todas maneras, más allá de las consideraciones vertidas supra, lo cierto es que, tal como ya se señaló, esa Honorable Corte ha establecido que si bien en materias que conciernen a la determinación de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter el artículo 8 no especifica garantías mínimas, como lo hace el numeral 2 al referirse a materias penales, el concepto de debidas garantías se aplica también a esos órdenes y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene también derecho al debido proceso que se aplica en materia penal
.

 
De acuerdo a lo expuesto, los trabajadores despedidos vieron desconocidos los siguientes derechos garantizados por la Convención, en su artículo 8.2., a saber: a) derecho de defensa en juicio en sus múltiples manifestaciones, a.1. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada, a.2. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa, a.3. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor, a.5. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, o de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; b) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior; c) presunción de inocencia.

Así también, encontramos violados el principio de legalidad, que establece según la Convención en su artículo 9: "Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable... ". 

• Derecho de defensa

Conforme lo ya dicho, como consecuencia de la aplicación de la Ley 25 del 14 de diciembre de 1990, dictada con posterioridad a ocurridos los hechos, los 270 trabajadores estatales fueron destituidos, sin previo sumario o posibilidad alguna de defenderse.  


Los despidos fueron concretados por las autoridades superiores de las distintas dependencias estatales, por orden del Presidente de la República.


Veamos. 


En la instancia administrativa, los trabajadores destituidos no tuvieron la mínima oportunidad de desvirtuar los cargos que se les formularon y consecuentemente  incidir en la resolución final adoptada por las autoridades del estado panameño. En este caso, el bien en juego no era ni más ni menos, su puesto de trabajo.  


Debe apuntarse que resulta indudable que en todo tipo de procedimiento en los que exista una posibilidad cierta de menoscabar derechos de los individuos, debe respetarse el derecho de defensa.


Cabe señalar que es principio esencial e insoslayable del sistema republicano, la improcedencia e intrascendencia del levantamiento de cargos que afecten a la persona del empleado público sin un sumario administrativo previo reglado y la posibilidad de que el imputado ejerza su derecho de defensa. 

Es propio del debido proceso legal que la suerte de un ciudadano no pueda depender del exclusivo resorte de un informe secreto o de la arbitrariedad y capricho del funcionario de turno, sin poder enterarse de qué se lo acusa concretamente y sin que se le permita defenderse libremente. 

El agente público y el ciudadano en general, debe estar siempre salvaguardado de todo tipo de arbitrariedades y nunca puede ver frustrado su derecho por acusaciones o declaraciones abstractas respecto de las cuales no puede defenderse, pues ello implicaría exponerlo a posibles abusos de la autoridad pública que quedarían al margen de todo control. 

Resulta indudable, a la luz de las disposiciones contenidas en la Convención, que en todo tipo de procedimientos (aún administrativo) en los que exista una posibilidad cierta de menoscabar derechos de los individuos, debe respetarse el derecho de defensa.

En este sentido se pronunció la CIDH, en un caso en que se determinó la violación del derecho a la protección judicial (artículo 25). La CIDH, manifestó: "Al Sr. Estiverne se le privó del derecho de vivir en el país sin el mínimo del debido proceso que le hubiera dado la oportunidad de enterarse de las razones que motivaban su expulsión, antes de expedirse efectivamente la orden, lo que le hubiera dado la oportunidad de defenderse contra los cargos que se le hicieron
".  

Cabe aquí citar también la jurisprudencia del Tribunal Administrativo de la OIT que en más de una oportunidad ha defendido el derecho de defensa de los trabajadores frente a las acusaciones  efectuadas por los empleadores como justificación de su despido y con carácter previo a que dicha sanción se consume. 

En la causa Nº 1395, Walter v. European Molecular Biology Laboratory (EMBL), el Tribunal sostuvo que era un principio general del derecho que a los miembros del staff de una organización debía otorgárseles una adecuada oportunidad, antes del despido, de defenderse de cualquier alegación sobre su falta de aptitud para el puesto
. En ese caso la actora había sido despedida con la excusa de que no era  apta para cubrir  el puesto que ocupaba, sin que se le hubiera hecho saber sobre qué consideraciones fácticas llegaba el Laboratorio a dicha conclusión.

En la misma dirección se pronunció ese Tribunal en la causa Nº 1369 donde dispuso que el deber de explicar una decisión es un principio general del derecho administrativo: aquel que toma la decisión debe al menos dar tales explicaciones de las razones de su decisión que cualquiera que se vea afectada por ella pueda defender su derecho y el tribunal pueda juzgar cualquier caso que se le presente sobre dicha decisión
.

También la doctrina mantiene este criterio, en relación al ordenamiento jurídico argentino: "En todos los casos, haya o no sumario, el imputado debe ser previamente oído (requisito sine qua non de la libre defensa) ... Esa garantía esencial, emergente del artículo 18 de la Constitución Nacional, no sólo debe observarse en el proceso penal judicial, sino también en la aplicación de "sanciones disciplinarias administrativas
".

"Como emanación de la garantía de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional, se reconoce por parte de la doctrina, la jurisprudencia administrativa y judicial y desde hace algunos años, por las leyes de procedimientos administrativos vigentes en el orden nacional y provincial, el principio denominado del debido proceso adjetivo, habiéndose reconocido ampliamente en la doctrina comparada la vigencia del mismo en el procedimiento administrativo
".
En otras palabras, aún cuando no se forme sumario debe necesariamente concederse una oportunidad de ser oído y producir prueba al imputado de cometer una falta administrativa. Es un requisito mínimo y esencial del derecho de defensa en juicio, vigente, naturalmente, en las tramitaciones llevadas a cabo en el ámbito administrativo.

• Igualdad de armas 

El desconocimiento palmario del derecho de defensa en juicio ha configurado una desigualdad procesal manifiesta, otro aspecto de la garantías del debido proceso legal.

Si bien no se encuentra establecida explícitamente en el texto del artículo 8.2., surge implícita del derecho a un proceso justo, tal como se refirió oportunamente.

La garantía de la igualdad de armas indica que el proceso debe ser equitativo para las partes; “cada uno de los sujetos que intervienen como partes principales en el seno de la relación procesal deben ostentar facultades y cargas equivalentes en el curso del proceso
”. 

Por otro lado, debe señalarse que “la trasposición al ámbito procesal del principio ...  de igualdad en la aplicación de la ley se constituye en el fundamento más inmediato de la exigencia del respeto a dicho principio dentro del ámbito laboral
”.

Asimismo, “de la necesaria contradicción en el proceso y de la prohibición de indefensión deriva un necesario tratamiento paritario entre las partes; a su vez, este tratamiento paritario induce, correlativamente, a una posición de inexcusable neutralidad por parte del órgano judicial
”.  

Este matiz de la garantía bajo análisis repercute inexorablemente en la decisión final del pleito y en consecuencia  en la dimensión de la protección conferida a los derechos. En este caso, el derecho al trabajo.

En el ámbito administrativo, los trabajadores destituidos no han tenido posibilidad alguna de desvirtuar los hechos que les fueron imputados. Así, los órganos administrativos, prescindiendo de toda base probatoria y efectuando una selección arbitraria y antojadiza, decidieron unilateralmente los despidos de los 270 trabajadores. No hubo previo sumario, o al menos una instancia de defensa, en la que los empleados estatales pudieran haber contestado las alegaciones del Estado panameño y haber demostrado, en definitiva, su inocencia respecto de los cargos atribuidos.

Ahora bien, sin perjuicio de sostener que el derecho de defensa debe ser respetado en el procedimiento administrativo, lo cierto es que su violación no resultó siquiera subsanada en sede judicial. Ello por cuanto el recurso judicial al que tuvieron acceso. En otros términos, la desigualdad procesal que sufrieron en la órbita administrativa no resultó subsanada en sede judicial.

En el ámbito europeo, la Comisión, ha interpretado el principio, tanto para casos penales, como no penales, expresando que "todo el que es parte de tales procedimientos debe tener una oportunidad razonable de presentar su caso ante el tribunal en condiciones que no lo sitúen en desventaja sustancial vis-a-vis su oponente
".

El TEDH, por su parte, adoptó esta misma fórmula en el contexto de "derechos y obligaciones civiles" en el caso Dombo Beheer c. Países Bajos
.

Generalmente, el TEDH entendió el principio como incorporando la idea de "un justo balance entre las partes
".

En el caso Lobo Machado c. Portugal
, el denunciante era un ingeniero empleado por una compañía petrolera que fue nacionalizada por el Estado portugués en el año 1975. En 1980, el peticionante se jubiló. En 1986, inició una demanda ante el tribunal industrial alegando que, luego de jubilado, había sido clasificado erróneamente en un grado inferior a efectos de los beneficios de la seguridad social y en consecuencia solicitaba el pago de las sumas que consideraba se le debían. El peticionante apeló a la Corte Suprema. En el año 1989, el Procurado General (Deputy Attorney General), en representación del Estado, emitió opinión ante la Suprema Corte sugiriendo que el caso había sido ya considerado y debía ser rechazado. El denunciante no había tenido la oportunidad de acceder a este dictamen ni contestar las consideraciones allí vertidas. Durante las deliberaciones de la Corte, estaban presentes tres de sus miembros, un registrador y un miembro del departamento de la Procuración General.    

Ante la Comisión Europea y el TEDH, la víctima denunció la violación del artículo 6.1. del convenio y en lo que aquí interesa alegó que la Corte Suprema injustamente, permitió que durante las deliberaciones estuviera presente un miembro de la Procuración General y no accedió a que respondiera las alegaciones vertidas por éste último.

El TEDH expresó: "Teniendo en cuenta entonces el interés que estaba en juego para el denunciante en el proceso ante la Corte Suprema, la naturaleza de la opinión del Procurador General, por la que se sugirió el rechazo del caso y el hecho de que fue imposible par el Sr. Lobo Machado obtener una copia del dictamen y contestarlo con anterioridad a la emisión de la sentencia, se ha violado el derecho a un proceso judicial adversarial. Este derecho, significa, en principio, la oportunidad para las partes, ya sea en procesos civiles o penales, de tener conocimiento de y alegar sobre toda la prueba producida y las consideraciones efectuadas, aunque sea por un miembro independiente del servicio legal nacional, que tenga por finalidad influenciar en la decisión de la Corte
".
En el caso Ruiz Mateos c. España en el marco del procedimiento de apelación ante la Corte Constitucional española, a los denunciantes no les fue permitido contestar las alegaciones escritas efectuadas por el abogado del Estado, su oponente en un caso civil, acerca de la constitucionalidad de una ley relevante para decidir el caso
, por lo que el Tribunal decidió que había violación del principio de igualdad de armas. 

En otros casos, el TEDH indicó que el principio de igualdad de armas requiere que las partes en los procedimientos judiciales puedan examinar a los testigos de la contraparte
, sean informados de y en consecuencia puedan recurrir los fundamentos de decisiones administrativas
, y se les provea el acceso a facilidades en términos equitativos
. 

El Comité de Derechos Humanos, consideró la naturaleza de la garantía de la igualdad de las partes ante los tribunales de justicia contenida en el artículo 14 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, en el caso Robinson c. Jamaica
. En éste el tribunal del juicio había denegado ordenar un aplazamiento a fin de permitir que Robinson se procurara representación legal mientras que ordenó varios aplazamientos porque los testigos de la acusación no estaban disponibles o preparados. El Comité halló que se había violado el art. 14, inc. 1., debido a la desigualdad procesal verificada entre las partes. 

•Violación a la garantía de la presunción de inocencia

Según la formulación tradicional del principio en materia penal, "se impone una exigencia normativa que requiere que toda persona que sea considerada inocente hasta tanto no se obtenga el pronunciamiento de una sentencia condenatoria firme que destruya el estado jurídico de inocencia que el ordenamiento jurídico reconoce a todos los seres humanos
". 

Como corolario de aquel aspecto de la garantía bajo análisis, la carga de la prueba de los hechos sobre los que se basa la condena, recae en la acusación. 

En el ámbito sancionatorio entonces, la decisión de aplicar una medida disciplinaria contra un agente recae necesariamente sobre la administración. Es el órgano administrativo quien, sobre la base del estado jurídico de inocencia del agente, debe acreditar los extremos sobre los que fundará la aplicación de la sanción disciplinaria.

Tal como lo ha entendido esa Corte en el caso Loayza Tamayo, en el principio de presunción de inocencia subyace el propósito de las garantías judiciales, ya que una persona debe ser inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada y para tal demostración es necesario que esa persona cuente con un juicio justo, es decir tenga amplias posibilidades de defenderse. 

En este sentido, la CIDH, al decidir un caso, ha establecido: "Este principio construye una presunción a favor del acusado de un delito, según el cual éste es considerado inocente mientras no se haya establecido su responsabilidad penal mediante una sentencia firma. El contenido de la presunción de inocencia exige que la sentencia de condena y, por ende, la aplicación de una pena, sólo pueda estar fundada en la certeza del tribunal que falla acerca de la existencia de un hecho punible atribuible al acusado
". Agrega la CIDH que conforme "a las normas internacionales, el acusado debe ser considerado inocente hasta que se pruebe su culpabilidad
". 

El Comité de Derechos Humanos, por su parte, entiende la garantía de la presunción de inocencia establecida en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, como sigue: "En virtud de la presunción de inocencia, la carga de la prueba recae sobre la acusación y el acusado tiene el beneficio de la duda. No puede suponerse a nadie culpable a menos que se haya demostrado la acusación fuera de toda duda razonable. Además, la presunción de inocencia implica el derecho a ser tratado de conformidad con este principio. Por lo tanto, todas las autoridades públicas tienen la obligación de no prejuzgar el resultado de un proceso
".

Al respecto, el TEDH, en el caso Barberá, Messegué y Jabardo c. España ha establecido el significado de la garantía de la presunción de inocencia con mayor precisión, manifestando que "requiere, inter alia, que cuando los jueces lleven a cabo sus funciones, no deben comenzar con la idea preconcebida que el acusado ha cometido el delito; la carga de la prueba está en la fiscalía y cualquier duda debe beneficiar al acusado. De lo expuesto se sigue que la fiscalía debe informar al acusado los cargos que se le efectúan a fin de que pueda preparar y presentar su defensa acorde y presentar prueba suficiente para una posible condena
". 

En el caso Austria c. Italia, la Comisión estableció que el artículo 6.2. requiere que una corte encuentre culpable a un imputado sobre la base de prueba "suficientemente fuerte a la luz de la ley para establecer su responsabilidad
".  

Por otro lado, "la garantía de la presunción de inocencia implica la oportunidad del acusado de rebatir la prueba presentada en su contra
". 

En el mismo sentido, debe citarse otro caso resuelto por la CIDH, que resulta aplicable indudablemente al presente, y cuyos hechos se resumen a continuación.

El Sr. Edgardo Condeza Vaccaro, ciudadano chileno, luego de haber abandonado Chile como asilado político en el año 1974, decide retornar. Sin embargo, el Poder Ejecutivo rechazó su petición en atención a que constituía una persona altamente peligrosa, así como por sus antecedentes político-ideológicos. La decisión fue apelada ante el mismo Presidente de Chile. Según jurisprudencia de la Suprema Corte de Chile, un eventual recurso de amparo interpuesto por Condeza Vaccaro, únicamente tendería a investigar el cumplimiento de recaudos formales de la decisión adoptada por el Poder Ejecutivo. En consecuencia, las circunstancias fácticas de la decisión no podían ser revisadas por el Poder Judicial. En este caso, el Gobierno de Chile no había brindado ninguna prueba confiable que pudiera ser utilizada para sostener su afirmación en el sentido de que el Sr. Condeza Vaccaro era una persona altamente peligrosa. En referencia entonces a esta situación, la CIDH, manifestó: "Desde que es el Gobierno de  Chile el que está aplicando una pena en base a las consideraciones antes referidas, la carga de la prueba está en él, de conformidad con los principios generales del derecho. La naturaleza de la decisión adoptada por el gobierno de Chile en el caso del Sr. Condeza Vaccaro y el procedimiento establecido por la norma transitoria 24 de la Constitución impide a la persona afectada la defensa de sus derechos  de conformidad  con las reglas que garantizan el debido proceso. Considerando que el Gobierno de Chile no produjo prueba convincente en el caso del Sr. Condeza Vaccaro, debemos concluir que la prohibición de entrar al país del que es ciudadano, está basada en consideraciones políticas derivadas de las ideas de la persona afectada, lo que constituye una violación a su derecho a la igualdad ante la ley y sus derechos políticos en general ".  

Finalmente la CIDH recomienda al Gobierno de Chile "que rescinda en un período de 60 días, la prohibición de entrar en territorio nacional que afecta al Sr. Edgardo Condeza Vacaro y que, si encuentra suficientes motivos, que lo someta a un proceso en el que las reglas del debido proceso sean respetadas
".  
En el caso elevado a decisión de esa Corte , resultaba una carga de la Administración probar la participación de los trabajadores destituidos en los hechos imputados. Sin embargo, ni una sola prueba existe tendiente a probar dicho extremo. Tampoco en el ámbito judicial, se puso en discusión la responsabilidad de los empleados estatales, en atención a la jurisdicción restringida de los tribunales intervinientes. 

El Tribunal de la OIT tiene dicho que la carga de la prueba sobre la mala conducta de un agente recae sobre la administración y que si bien el Tribunal no exige una prueba absoluta, debe haber un conjunto de presunciones precisas y concurrentes en ese sentido
.

En la causa Wadie
 donde un agente impugnó la decisión de la Organización Mundial de la Salud por la que se dispuso no renovar un contrato al que tenía derecho en virtud de considerarse que dicho agente estaba involucrado en una serie de robos acaecidos en el organismo; el Tribunal Administrativo de la OIT entendió que en virtud de la violación del derecho de defensa del agente, de la falta de consideración de hechos esenciales y de las erróneas conclusiones a las que el organismo arribara, la medida impugnada debía ser rechazada.

En dicho caso el agente fue encontrado culpable de un robo en el marco de una investigación realizada en el organismo sobre única base de prueba de presunciones (consid. 8). En virtud de ello, el Organismo alegó que el agente había incurrido en una falta de conducta que hacía perder la confianza que se había depositado en él y, consecuentemente, decidió no renovar el contrato que los unía (renovación a la que el agente tenía derecho). Tal decisión fue tomada sin que el afectado hubiera podido tomar vista de la totalidad de las actuaciones donde se lo incriminaba.

Tal como adelantamos precedentemente, el Tribunal determinó que se violó el derecho del agente de defenderse con anterioridad a que una decisión adversa a sus intereses fuera tomada. Citando su propia jurisprudencia en el caso Sharma (causa Nº 999) expresó que quien fuese quien hace investigaciones del estilo de las realizadas en este caso, debe ser muy cuidadoso de no tomar pruebas de una parte sin dar conocimiento a la otra. El hecho de que esa prueba sea o no perjudicial para el acusado, no importa y luego agregó que la conclusión de que el actor había incurrido en una mala conducta estuvo basada en un error de derecho en cuanto a la carga de la prueba; que en el caso las reglas del procedimiento relativas al derecho de defensa habían sido seriamente violadas, hechos esenciales no fueron tenidos en cuenta y que erróneas conclusiones fueron derivadas de los hechos. 

Sobre la base de dichas consideraciones el Tribunal de la OIT anuló la decisión adoptada por la OMS e indicó que la resolución debía ser revocada, que el agente debía ser re-contratado y además le reconoció importantes sumas de dinero en concepto de daño moral.

Por último, en el caso Navarro c. Organización Mundial de la Salud, el Tribunal de la OIT, expresó: "Es opinión compartida que la carga de la prueba recae sobre la organización. Al negar los hechos de los que se la acusaba, la actora requiere que la organización pruebe el caso, y aún cuando el procedimiento no es criminal, la seriedad de los cargos que se efectúan y la concomitante demanda penal que podría entablarse, exigen que los cargos sean probados sin lugar a dudas
".   

IV.2  Principio de legalidad e irretroactividad de la ley (art. 9 de la CADH)

Tal como referimos con anterioridad, las garantías del derecho penal resultan aplicables en lo sustancial a los procedimientos sancionadores.

Por otro lado, esa Ilustre Corte no puede sino advertir el carácter evidentemente represivo y punitivo del accionar del Estado de Panamá en relación a los trabajadores estatales. 

En efecto, si consideramos la naturaleza de los hechos endilgados –indudablemente de naturaleza penal por su gravedad y significación social- y la naturaleza de la pena aplicada –por un lado, la destitución de sus puestos de trabajo; por otro, la forma en que fue aplicada-, no podemos sino concluir en que estamos en presencia del accionar punitivo del Estado panameño.

El principio de legalidad es uno de los principios garantistas más importantes del derecho penal moderno, que comporta la exigencia de que tanto los delitos como las penas sean establecidas previamente mediante ley formal, es decir, mediante la manifestación de la voluntad colectiva expresada a través del órgano administrativo. 

Históricamente, el principio nullum crimen, nulla poena sine lege es producto de la Ilustración. Así, ya aparece en las constituciones americanas de 1777, en el Código Penal Austríaco de 1787, en la Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 y poco después en el derecho territorial prusiano de 1795. Actualmente, se la reconoce en casi todos los códigos penales del mundo civilizado
.

Roxin expresa que “el principio de legalidad posibilita una limitación del poder del estado y con ello asegura la libertad del individuo. El Estado sólo puede hacer responder al individuo por sus hechos en la medida en que lo determine una ley anterior a dichos hechos ... 
”. 

En igual sentido Bustos Ramírez afirma que “el Estado debe tener límites muy precisos y claros en su intervención sobre el ciudadano; a su vez el contenido de esos actos de intervención han de estar suficientemente detallados y especificados y por último el ciudadano ha de tener la posibilidad real de conocer con toda claridad tanto el contenido de esos actos como también el fundamento de ellos
”. 

El principio de legalidad está conformado por tres aspectos:

a) Nullum crimen, nulla poena sine lege scripta: esta enunciación hace alusión al rechazo de la costumbre, de la jurisprudencia y de los principios generales del derecho como fuente del derecho penal. Así, los delitos y las penas sólo pueden estar determinados por ley ya que ésta es expresión de la voluntad popular y posibilita el conocimiento y la intervención de los ciudadanos en el proceso de su formación. 

b) Nullum crimen, nulla poena sine lege stricta: este enunciado implica la exigencia de que las conductas punibles se encuentren perfectamente descriptas en una ley. Así, se rechaza la analogía como fuente creadora de delitos, estableciéndose entonces un claro límite al poder estatal y a una potencial actuación arbitraria.

c)  Nullum crimen, nulla poena sine lege previa: este enunciado indica la irretroactividad de la ley penal. En este caso, se trata de impedir la arbitrariedad del legislador; el Estado sólo puede intervenir cuando exista una ley previa al hecho que lo tipifique como delito. 

Por su parte, Ferrajoli erige al principio de legalidad como uno de los principios axiológicos fundamentales de su modelo de sistema penal garantista, atribuyéndole un doble significado: principio de mera legalidad y principio de estricta legalidad. 

El primero de ellos, es una norma dirigida a los jueces a los que prescribe que consideren delito cualquier fenómeno libremente calificado como tal por la ley
, mientras que el segundo “es una norma metalegal dirigida al legislador, a quien prescribe una técnica específica de calificación penal idónea para garantizar con la taxatividad de los presupuestos de la pena, la decidibilidad de la verdad de su enunciación
”. Según expresa el autor, “en el primer sentido (lato) el principio se identifica con la reserva relativa de ley, entendiendo ley en el sentido formal de acto o mandato legislativo, y se limita a prescribir la sujeción del juez a las leyes vigentes, cualquiera fuera la formulación de sus contenidos en la clasificación jurídica de los hechos juzgados
”. En el segundo sentido (estricto) “se identifica en cambio con la reserva absoluta de ley, entendiendo ley en el sentido sustancial de norma o contenido legislativo; y prescribe además que tal contenido esté formado por supuestos típicos dotados de significado unívoco y preciso, por lo que es posible su empleo como figuras de cualificación en proposiciones judiciales verdaderas o falsas y resulta así la sujeción del juez solamente a la ley
”.

En este sentido ha dicho esa Honorable Corte que “en una sociedad democrática el principio de legalidad está vinculado inseparablemente al de la legitimidad, en virtud del sistema internacional que se encuentra en la base de la propia Convención, relativo al ejercicio representativo de la democracia
”. 

El artículo 9 de la Convención Americana establece: “Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello”. 

Es de hacer notar que la importancia del principio se evidencia por la circunstancia de que no puede ser derogado en tiempos de estados de emergencia  (cfr. art. 27 de la Convención).

El artículo 7 del Convenio Europeo incorpora el principio de legalidad, por el cual, en el contexto del derecho penal, una persona pueda ser condenada y penada únicamente sobre la base de una ley: nullem crimen, nulla poena sine lege
. Su alcance fue indicado en el caso Kokkinakis c. Grecia como sigue: “Esta Corte señala que el artículo 7.1. del Convenio no se restringe a la prohibición retroactiva de la ley penal al acusado. Prescribe, asimismo, más generalmente, el principio que sólo la ley puede definir un crimen y establecer la pena (nullum crimen, nulla poena sine lege) y el principio que la ley penal no puede ser construida extensivamente en detrimento del acusado, por ejemplo, por medio de la analogía; se sigue de esto que un delito debe estar claramente definido en la ley. Esta condición se satisface cuando un individuo puede conocer de las palabras de las normas relevantes y si es necesario con la asistencia de la interpretación de los tribunales acerca de qué actos y omisiones lo harán responsable”
. 

Para que el artículo 7 sea infringido, el acto u omisión sobre el que una persona es condenada no debe constituir un delito al momento de cometerse.  Esta provisión cubre la situación en la que un nuevo delito es introducido con efecto retroactivo por la legislación luego del acto u omisión llevado a cabo por el acusado
. 

En este caso, Ilustre Comisión, surge nítidamente de los hechos que sustentan la demanda que al momento de los hechos objeto del conflicto, no existía “ley” que calificara como falta disciplinaria los hechos luego descriptos en la ley 25 del día 14 de diciembre de 1990. Explícitamente, el artículo 6 de la ley establecía: “Esta ley es de orden público y tendrá efecto retroactivo a partir del 4 de diciembre de 1990”.  

Sin perjuicio de la falta de responsabilidad de los trabajadores panameños en los hechos que les fueran atribuidos, lo cierto es que la ley 25 nunca pudo aplicarse válidamente, ya que fue sancionada con posterioridad a los hechos endilgados a aquellos. 

IV.3. Libertad de expresión (art. 13 de la CADH)

Otro de los derechos indudablemente comprometidos en el presente caso, es el derecho a la libertad de expresión. 

El artículo 13 de la Convención Americana protege la libertad de expresión del siguiente modo: "Libertad de pensamiento y de expresión:

1.Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura, sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a) El respeto de los derechos o la reputación de los demás, o 

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público, o la salud o la moral públicas.

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y, opiniones.

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional".

Tal como ha sucedido en los ámbitos internos de los Estados, el derecho a la libertad de expresión ha sido considerado como un derecho particularmente relevante por los organismos internacionales de protección de los derechos humanos.

Para esa Ilustre Corte es un derecho fundamental sobre el cual se basa la existencia de la sociedad democrática
.
.

En este mismo sentido puede citarse un pasaje de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: "... El consenso observado en los órganos de derechos humanos de América y de Europa pone de manifiesto que la protección de la libertad de expresión como elemento indispensable de la democracia se encuentra perfectamente fundamentada en el derecho internacional ... el derecho a la libertad de expresión y pensamiento garantizado por la Convención está indisolublemente vinculado a la existencia misma de una sociedad democrática ... Una sociedad libre, hoy y mañana, es aquella que pueda mantener abiertamente un debate público y riguroso sobre sí misma
".

Por su parte, el Tribunal Europeo ha sostenido: "Su función supervisora impone al tribunal prestar una atención extrema a los principios propios de una "sociedad democrática". La libertad de expresión constituye uno de los fundamentos esenciales de tal sociedad, una de las condiciones primordiales para su progreso y para el desarrollo de los hombres. Sujeta a lo dispuesto por el punto 2 del artículo 10, es válido no sólo para las informaciones o ideas que son favorablemente recibidas o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino también para aquellas que chocan, inquietan u ofenden al Estado o a una fracción cualquiera de la población. Tales son las demandas del pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no existe una "sociedad democrática
".

Se ha sostenido que “debido a esta función primordial que la libertad de expresión cumple en las sociedades democráticas, la protección que se le otorga es, en líneas generales, más generosa que la de otros derechos
”. La libertad de expresión “es vista como una condición necesaria para la existencia de un debate público sobre asuntos políticos o de interés general, debate que es esencial para la existencia misma de la sociedad democrática. Por lo tanto, el nivel de protección del derecho dependerá en forma directamente proporcional a la vinculación que el caso tenga con el debate de asuntos de interés público
”.

Es así que aquellas expresiones referidas a temas esencialmente políticos recibirán un nivel de protección muy importante, como consecuencia directa de su contenido
.

En el sistema interamericano, de acuerdo al texto de la Convención como a la Opinión Consultiva N° 5 de la Corte Interamericana todo tipo de expresión se encuentra dentro del ámbito del art. 13.1, cualquiera sea su contenido o su conexión con un asunto de interés público. 

En relación a las posibles restricciones a la libertad de expresión, en primer lugar, tal como surge nítidamente del artículo 13 citado, la previa censura está absolutamente prohibida. Las únicas restricciones legítimas al derecho bajo análisis se ejercen mediante la responsabilidad posterior en caso de que se abuse de ese derecho
.

No obstante, la imposición de dicha responsabilidad debe satisfacer cuatro exigencias a fin de que tenga validez a la luz del artículo 13.2.: 1) los fundamentos para establecer la responsabilidad deben fijarse previamente; 2) estos fundamentos deben estar expresos con precisión dentro del marco de la ley; 3) los fines que se persiguen deben ser legítimos; y, 4) los fundamentos para establecer la responsabilidad deben ser necesarios para asegurar el fin legítimo que se procura
.  

Por otro lado, tal como indicó ese Honorable Tribunal y reafirmó la Comisión Interamericana, las restricciones a la libertad de expresión deben incorporar las exigencias justas de una sociedad democrática. 

En efecto, “las normas al amparo de las cuales se interpretan estas restricciones deben ser compatibles con la preservación y el desarrollo de sociedades democráticas conforme lo estipulan los artículos 29 y 32 de la Convención
”.  

Como lo afirmó la Corte, la referencia constante a la democracia en los artículos 29 y 32 indica que toda vez que las disposiciones de la Convención son vitales para la “preservación de y el funcionamiento de las instituciones democráticas”, las “justas exigencias de la democracia deben orientar su interpretación
”. De manera que la interpretación de las restricciones a la libertad de expresión (artículo 13.2) debe “juzgarse haciendo referencia a las necesidades legítimas de las sociedades y las instituciones democráticas”, dado que la libertad de expresión es esencial para toda forma de gobierno democrático
”.  

Liminarmente, debemos manifestar que en el presente caso la interferencia al derecho a la libertad de expresión se configura básicamente en la actitud posterior del Estado de Panamá, que decide en forma arbitraria e ilegal cesantear a los trabajadores estatales que hubieran participado de la manifestación del día 4 de diciembre de 1990 y convocantes del paro para el día 5 de diciembre de 1990. 

Ahora bien, además de esta restricción que puede calificarse de directa, el derecho a la libertad de expresión se encuentra restringido indirectamente, ya que en un futuro, ante la gravísima sanción aplicada,  los trabajadores habrán sido disuadidos de ejercer libremente su derecho de expresarse.

Al respecto, tal como tuvo oportunidad de referir la Comisión Interamericana, el Tribunal Europeo afirmó que, si bien las penas posteriores de multa y revocación de un artículo publicado no impiden que el peticionario se exprese, “equivalen, no obstante, a una censura, que posiblemente lo disuada de formular críticas de este tipo en el futuro
”.

Adujo la Comisión que “el temor a las sanciones penales necesariamente desalienta a los ciudadanos a expresar sus opiniones sobre problemas de interés público ...”.  

Recordemos, Ilustre Corte, que dichas acciones se definían como “un movimiento reivindicativo producto de las demandas expresadas en el pliego de peticiones que se le entregaron al Sr. Presidente de la República”. 

Tanto la marcha como el paro que finalmente nunca llegó a concretarse constituían muestras del descontento imperante en relación a la política laboral adoptada por el Gobierno y su negativa a considerar peticiones oportunamente formuladas por los trabajadores. 

De manera absolutamente lícita, los trabajadores estatales utilizaron en todo momento los canales de acción que un sistema democrático ofrece a sus ciudadanos a fin de expresar su disconformidad a las autoridades y acercar los reclamos pertinentes: una manifestación y el llamado a una huelga.

El Gobierno de Panamá efectuando una relación inexistente entre las acciones implementadas por los trabajadores panameños y el intento de golpe militar protagonizado por el Coronel Eduardo Herrera Hassán, destituyó a 270 empleados, en forma arbitraria e ilegal, desde todo punto de vista. 

Aquellos “seleccionados” fueron los trabajadores que “participaron y participen en la organización, llamado o ejecución de acciones que atenten contra la Democracia y el Orden Constitucional ...” (cfr.   art. 1, ley 25 del 14 de diciembre de 1990). 

Tales acciones -arbitraria e infundadamente calificadas como atentatorias contra la democracia y el orden constitucional, eran la marcha del 4 de diciembre de 1990 y el paro jamás concretado y convocado para el día 5 de diciembre de 1990.


Tal como referimos, sin bien la manifestación no fue prohibida y pudo llevarse a cabo, la reacción estatal posterior destituyendo a sus participantes, resultó en una ilegítima restricción a posteriori del derecho a la libre expresión.  


La cesantía de la que fueron objeto los trabajadores panameños, claramente de corte represivo y penal, constituye una restricción ilegítima del derecho a la libertad de expresión, derecho preeminente, tal como se demostró, en el elenco de derechos garantizados en la Convención Americana de Derechos Humanos.

La destitución de sus puestos de trabajo obedeció directamente a la participación de los trabajadores en la marcha del día 4 de diciembre de 1990 convocada y llevada a cabo a los efectos de protestar contra el programa político implementado por el gobierno y por el rechazo de un pliego de peticiones de carácter laboral presentado oportunamente. Si bien el Gobierno encubrió dicha vinculación directa a través de establecer una falsa e inexistente conexión entre la acción reivindicativa de los trabajadores y la asonada militar protagonizada por el Coronel Eduardo Herrera Hassán, lo cierto es que en definitiva los empleados estatales resultaron responsabilizados por ejercer en forma pacífica y ordenada su derecho a la libertad de expresión.

Por otro lado, resulta pertinente destacar que este medio de expresión -las manifestaciones- resulta vital para los sectores más vulnerables de la sociedad, en este caso los trabajadores, a los efectos de acercar al gobierno sus puntos de vista, sus críticas a la gestión en curso, sus demandas y en definitiva tener la posibilidad de incidir en el curso de las políticas estatales a adoptarse. 

Recordemos las palabras de la Corte Suprema de los Estados Unidos cuando acertadamente afirmó que “la garantía constitucional de la libertad de expresión fue creada para asegurar el irrestricto cambio de ideas con el objeto de provocar los cambios políticos y sociales deseados por el pueblo
”.  

Es de señalar entonces, Ilustre Corte que los requisitos exigidos por la Convención como por los órganos de control para que una restricción a la libertad de expresión sea legítima, no se verifican en este caso. 

En primer lugar, la finalidad del Estado a través de la intervención represiva, fue acallar las voces de protesta, cercenar lisa y llanamente la expresión popular y reivindicativa de los trabajadores, impedir futuras manifestaciones contrarias al curso de la política de gobierno a través del impulso de la autocensura, finalidad manifiestamente ilegítima a la luz de la normativa de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. No otra finalidad puede vislumbrarse cuando la conexión entre las acciones reivindicativas de los trabajadores y el intento de golpe militar, jamás resultó acreditada. En definitiva, resulta inexistente y falaz la base sobre la que el gobierno de Panamá fundamenta su accionar. 

Dicha circunstancia basta a los efectos de invalidar la restricción al derecho a la libre expresión sufrida por los trabajadores panameños a manos de su gobierno.

No obstante lo apuntado, y presumiendo la legitimidad de la finalidad perseguida por el Estado de Panamá, de todas maneras tampoco se verifican los restantes requisitos.

En efecto, cualquiera sea la finalidad que alegue el Estado como “razón de estado” para pretender justificar la restricción al derecho, lo cierto es que la decisión de cesantear en forma masiva a 270 trabajadores, sin posibilidad alguna de ejercer el derecho de defensa a fin de desvirtuar los falsos cargos imputados por el Gobierno, ni acceder a un tribunal de justicia independiente, imparcial y establecido con anterioridad por la ley, resulta manifiestamente ilegítima, desproporcionada e innecesaria a la luz de cualquier finalidad que se alegue. 
IV.4. El derecho a la libertad de reunión y manifestación

El derecho a la libre reunión y manifestación es un derecho fundamental en toda sociedad democrática; pues si este derecho no se incorpora a la lista de libertades públicas y derechos fundamentales, estas quedarían incompletas ya que estaría ausente uno de los instrumentos más útiles para hacer real la existencia de una sociedad pluralista y democrática: la posibilidad de discutir y plantear alternativas a los gobernantes.

El intercambio de ideas y la expresión de las mismas, supone el ejercicio de derechos concomitantes, tales como el derecho de los ciudadanos a reunirse y manifestar, los cuales resultan imprescindibles, precisamente para que se produzca el libre flujo de opiniones que constituye un requisito básico para el buen funcionamiento de un Estado Democrático.

El ejercicio de ambos derechos, tal como apuntáramos, tiene una especial importancia para aquellos sectores sociales -como es el caso de los trabajadores- que muchas veces no cuentan con acceso a otros medios alternativos de expresión de las ideas, como pueden ser los medios masivos de comunicación. 

El derecho de toda persona a la libertad de reunión y de manifestación es, por ende, un medio privilegiado por medio del cual la gente común y corriente puede hacer públicas sus quejas y expresar sus sentimientos.

El derecho a reunirse libremente puede conceptualizarse como la facultad que un número indeterminado de personas tiene para congregarse, de una manera discontinua o temporal, en un lugar, de acuerdo a una convocatoria previa o sin ella, y con un mínimo de organización, para escuchar ideas u opiniones, ponerse de acuerdo en la defensa de determinados intereses o dar publicidad a ciertos problemas.

El contenido esencial del derecho de reunión reside en la plena realización, sin obstáculos ni trabas, de la posibilidad de agruparse concertadamente para la realización de una finalidad determinada.

Los caracteres que configuran este derecho serían entonces:

1. La posibilidad de concurrencia de un determinado grupo de personas, por un lado; y, por otro, la prohibición de restricciones al hecho de que un número de individuos se congregue con objetivos lícitos.

2. Para que tal concentración sea concertada, es necesario que quede abierta la posibilidad de realizar convocatoria de la misma reunión. 

3. Se incluye en el contenido esencial del derecho de reunión la facultad de invitar al grupo de personas a reunirse en un determinado sitio, y violarían este contenido esencial todas aquellas reglas tendientes a dificultar la convocatoria.

4. Las reuniones se realizan para que se logre una finalidad determinada, esto también es parte del contenido esencial del derecho.

Si se respetan tales exigencias, puede decirse que se está respetando el contenido esencial del derecho a la libertad de reunión y de manifestación.

La libertad de reunión es un derecho instrumental, en tanto no puede concebirse en forma abstracta y aislada del resto de los derechos fundamentales. Obra como soporte y/o instrumento para el desarrollo de otros derechos, de modo que, así entendido, el derecho a la libertad de reunión se interpretará como un medio a través del cual pueden alcanzarse todos los fines que no estén expresamente prohibidos en el ordenamiento jurídico vigente en un contexto determinado.

El  derecho a la libertad de reunión ha sido reconocido en diversos instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos. A saber: en el art. 20 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el art. 21 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el art. 15 de la Convención Americana y en los incisos 1,2, y 3 del art. 19 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

El artículo 15 de la CADH establece: “Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás”. 
La mayoría de pronunciamientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto al significado y vigencia de este de derecho, hace mención al derecho en relación de conexión secundaria con una situación de violación de otros derechos fundamentales, tales como el derecho a la vida, a la libertad, la integridad personal y a la libertad de expresión. Esto no debe interpretarse como que derecho a la libertad de reunión carezca de importancia, sino a la naturaleza instrumental del mismo.

La Organización Internacional del Trabajo también ha desarrollado el contenido de este derecho a través de sus órganos de control. La OIT considera que el derecho de libertad de reunión –es decir la posibilidad de organizar libremente reuniones de naturaleza sindical– constituye uno de los elementos esenciales de los derechos sindicales
. La fundamentación jurídica de esta consideración reside en lo dispuesto por el Convenio 87 relativo a la Libertad Sindical.

Respecto a la vigencia del derecho a la libertad de reunión y de manifestación de los sindicatos, el Comité de Libertad Sindical de la OIT ha emitido diversos pronunciamientos que sostienen que las autoridades públicas deben de abstenerse de toda intervención que pudiese limitar u obstaculizar el ejercicio de este derecho, con la sola excepción de circunstancias que supongan una alteración severa del orden público
.

Para una mejor identificación del derecho protegido, el Comité de Libertad Sindical ha establecido, asimismo, un criterio que distingue las reuniones de las organizaciones sindicales que tengan un carácter privado de las manifestaciones públicas de los sindicatos.

Así, en el primer caso se protege el derecho de reunión sin autorización previa, ni injerencia alguna de las autoridades
. Mientras que en el segundo caso, el de las manifestaciones públicas de los sindicatos, se destaca su importancia para el desarrollo del principio de la libertad sindical y la libre participación en una sociedad democrática, aunque destacando que las organizaciones sindicales deben respetar las disposiciones legales que rigen el respeto al orden público
.

En este caso traído a conocimiento de esa Honorable Corte, luego de haber sido rechazados por el Gobierno de Panamá todos los puntos del petitorio presentado por la Coordinadora de Sindicatos de Empresas Estatales de Panamá, esta organización sindical acordó convocar a una marcha de protesta para el día 4 de diciembre de 1990 y a un paro general para el día 5 de diciembre. Esta movilización constituyó el ejercicio no solo del derecho fundamental a la libertad de expresión, sino también del derecho a la libertad de reunión por parte de los trabajadores reclamantes ante la Corte, el mismo que reúne los tres caracteres esenciales que lo hacen reconocible y que se hallan presentes en las circunstancias ocurridas el día 4 de diciembre de 1990:  1) se realizó una convocatoria a participar en una movilización con fines lícitos, 2) esta convocatoria fue aceptada por un grupo de trabajadores, y 3) los trabajadores participantes ejercieron pacíficamente este derecho con el objeto de expresar sus opiniones.

Si bien el derecho a la libertad de reunión es un derecho de ejercicio colectivo, la titularidad del mismo reside en la persona individual: son los individuos quienes tienen la posibilidad de convocar a otros para congregarse de forma voluntaria y libre para la obtención de un fin lícito.

El derecho a la libertad de reunión puede ser restringido en su ejercicio solamente por consideraciones de respeto al orden público previamente establecidas. No obstante, en el presente caso nos encontramos con la circunstancia de que la movilización había sido programada con varios días de anticipación y fue convocada a través de los medios masivos de comunicación; que al momento de llevarse a cabo la movilización no existía declarado un estado de excepción; y que la citada movilización nunca fue declarada ilegal por el Gobierno de Panamá.

Cabe destacar además que el motín policial protagonizado por el coronel Herrera Hassán es un hecho totalmente desvinculado de la movilización sindical y de las motivaciones estrictamente laborales de ésta. El Gobierno de Panamá nunca logró probar la existencia de vinculación alguna entre los alzados y los trabajadores participantes en la movilización, y ninguno de los trabajadores despedidos fue procesado por el delito de subversión del orden constitucional (pese a que estaba expresamente tipificado en el artículo 301 del Código Penal de Panamá).


La Ley 25 conllevó una violación del derecho a la libertad de reunión de cada uno de los 270 trabajadores reclamantes (derecho reconocido y garantizado por el artículo 15 de la Convención Americana y por el artículo 38 de la Constitución de Panamá), al establecer la sanción de destitución para los trabajadores que participaron en la movilización del 4 de diciembre, bajo la sospecha de una supuesta conexión entre los trabajadores y los amotinados (vinculación que nunca fue probada).

Por otra parte, al no haberse llevado a cabo la paralización programada para el día 5 de diciembre (que fuera levantada por la propia organización sindical ante la inestabilidad política reinante en el país), es claro que los 270 trabajadores fueron despedidos por su participación en la movilización del 4 de diciembre. 


Por último debe mencionarse que la imposición de una pena tan severa -como la destitución- a trabajadores que participaron de una movilización pacífica, implica un grave menoscabo de derechos fundamentales tales como el derecho a la libertad de reunión, que se caracteriza por su naturaleza instrumental, en tanto sirve de soporte al ejercicio de los demás derechos fundamentales y permite a las personas la obtención de los fines que no han sido expresamente prohibidos por la ley. 

IV.5. Derecho de huelga

El contenido esencial de un derecho es aquella parte del derecho sin la cual éste pierde su peculiaridad, es lo que hace que sea reconocible, es decir, lo que se hace necesario para que el derecho permita a su titular la satisfacción de aquellos intereses para cuya consecución el derecho se otorga.

En el caso de los trabajadores, el principio de la libertad sindical incluye tanto el derecho a afiliarse a un sindicato como veremos en el acápite siguiente, como el derecho a  desplegar libremente una actividad sindical. 

Entre las actividades propias de las organizaciones de trabajadores, destaca por su importancia el derecho de huelga, el que ha sido histórica y doctrinariamente interpretado como un medio fundamental para la defensa y promoción de sus intereses económicos y sociales. Derecho cuyo ejercicio no se limita solamente al logro relativo de mejores condiciones de trabajo, sino que también está relacionado con la búsqueda de soluciones a problemas de política laboral, económica y social que afecten a los trabajadores.

Por lo tanto, respecto al derecho de huelga, cabe afirmar que toda noción de huelga debe ser necesariamente abierta, emanar de su dinámica, y formularse a partir de la realidad que subyace al fenómeno mismo.

En tal sentido, el contenido jurídico esencial del derecho de huelga consistirá entonces en una cesación de la prestación personal de servicios acordada por los trabajadores para la defensa y promoción de sus intereses laborales o socioeconómicos.

Para que se configure el derecho de huelga deben  presentarse tres caracteres:

1. Debe producirse una interrupción en la prestación del servicio y en consecuencia el proceso productivo debe verse alterado.

2. El cese en las prestaciones de los trabajadores debe realizarse con una voluntad de reclamo o de protesta y;

3. El cese del trabajo debe de ser colectivo, no siendo admisible una huelga individual.

Si se presentan estos tres caracteres podremos decir que nos hallamos frente al ejercicio del derecho de huelga

El derecho de huelga no es un derecho absoluto, puede ser regulado y limitado por procedimientos legales, los cuales deben respetar el contenido jurídico esencial del derecho cumpliendo con los siguientes requisitos:

1. No ser arbitrarios,

2. Contribuir a la tutela de los otros bienes o intereses jurídicos constitucionalmente protegidos, y; 

3. No ser tan rígidos que hagan imposible, en la práctica, el ejercicio del derecho de huelga.

Con relación a los criterios que debe seguir el legislador para la correcta regulación del derecho de huelga, cabe citar lo expuesto por el Tribunal Constitucional Español  en su sentencia STC 8 ab 81 del mes de marzo de 1981: "en la medida en que el derecho de huelga se reconoce para defender, de modo eficaz, los intereses que se encuentran en la base de tal reconocimiento, el ordenamiento jurídico no puede después, a salvo de incoherencias y contradicciones internas, negar la tutela de aquellos comportamientos que la experiencia histórica muestra estar estrechamente ligados con posibilidad real de ejercicio de aquél derecho". 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el derecho de huelga por disposición contenida en el artículo 26, el cual remite a la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo artículo 43 literal c) sí reconoce el deber de protección al derecho de huelga por parte de los Estados miembros.

Al respecto cabe citar un pronunciamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el que expresamente se reconoce la importancia del derecho de huelga como un elemento intrínseco de la libertad de asociación, motivo por el cual debe considerárselo un derecho colectivo básico
.

Por su parte, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC), del que Panamá es parte, reconoce el derecho de huelga en su artículo 8, numeral 1, literal d), disponiendo que los Estados partes se comprometen a garantizar "el derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país", que debe ser aplicado por esa Ilustre Corte, en razón del artículo 29. b. de la Convención Americana.

Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha interpretado la protección del ejercicio de este derecho como un deber fundamental de los Estados, al considerar la huelga como uno de los medios fundamentales de que disponen los trabajadores para promover y defender sus intereses económicos y sociales
. 

El fundamento jurídico de este principio reside en lo dispuesto en los artículo 3 y 10 del Convenio 87 de la Organización sobre la protección del derecho de los trabajadores a la libre sindicación. Así, de manera puntual y reiterada, diversos órganos de control de la OIT (y esencialmente su Comité de Libertad Sindical y la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones), han considerado que una prohibición general de la huelga limitaría considerablemente los medios de que dispone toda organización de trabajadores "para promover y defender los intereses de los trabajadores", violando con ello el artículo 10 del Convenio 87 de la OIT, al igual que su derecho a organizar actividades sindicales, previstas y garantizadas por el artículo 3 del Convenio 87 de la misma OIT. 

Con arreglo a estos criterios, una prohibición general de la huelga en circunstancias normales no es admisible conforme a las reglas del derecho internacional que consagra y protege el ejercicio del derecho. Una prohibición de la huelga sólo podría justificarse en una situación de aguda crisis nacional (como por ejemplo en caso de guerra exterior), y sólo por un período limitado
.

En la jurisprudencia desarrollada por el Comité de Libertad Sindical de la OIT se admiten sólo dos limitaciones, o incluso la prohibición del derecho de huelga en relación a ciertas categorías específicas de trabajadores: en primer lugar, respecto a funcionarios públicos que actúen en calidad de órganos del poder público; y, en segundo lugar, en los servicios esenciales cuya interrupción pudiera poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de las personas, en todo o parte de la población
.

El Comité de Libertad Sindical de la OIT ha considerado que el desarrollo armonioso de las relaciones laborales puede ser puesto en peligro si se aplican de manera inflexible sanciones severas, y especialmente sanciones penales, que constriñan el ejercicio del derecho de huelga
.

Las detenciones arbitrarias y los despidos en masa generan graves riesgos de abuso y ponen en peligro el principio de la libertad sindical
; las autoridades no deben de recurrir a medidas de detención por el simple hecho de participar en una huelga pacífica
.

Respecto a la violación alegada de los derechos de huelga de los 270 trabajadores reclamantes por parte del gobierno de Panamá, y tomando en cuenta los criterios precedentemente expuestos, cabe precisar que ante el clima de inestabilidad que vivía el país debido al motín policial, la Coordinadora de Sindicatos de Empresas estatales decidió levantar la paralización de labores programada para el 5 de diciembre.

Esta medida de fuerza acordada para el 5 de diciembre de 1990 y que fuera levantada por la propia organización sindical,  reúne la totalidad de caracteres esenciales que configuran el derecho de huelga en tanto: a) implicaba una cesación en la prestación del servicio, b) dicha cesación fue programada con la voluntad de protestar en defensa de un interés laboral, y c) la medida de fuerza se ejerció en forma colectiva por los trabajadores.
El derecho de huelga es un derecho de ejercicio colectivo, aunque su titularidad  sea individual, ya que se trata de un derecho conferido a los trabajadores para que lo ejerciten a través del sindicato.

Si bien el derecho de huelga no es un derecho absoluto, pues para su ejercicio se necesita de una reglamentación legal y sólo puede ejercitarse legítimamente cuando se respetan los cauces legales previstos por el legislador, pudiendo ser restringido por consideraciones de orden público previamente establecidas o para proteger el interés general y los derechos de las demás personas, en el presente caso planteado ante la Corte, la medida de fuerza llevada a cabo por los trabajadores fue programada con varios días de anticipación, nunca fue declarada ilegal por las autoridades panameñas, y en el momento de su convocatoria no existía en el país estado de excepción alguno proclamado por el gobierno.

El gobierno panameño ante el alzamiento policial protagonizado por el coronel Herrara Hassán, sostuvo que existía una vinculación directa entre los dos acontecimientos y propuso el despido masivo de todos aquellos trabajadores que intervinieron en la movilización y en el paro general -paro que nunca se llevó a cabo-, remitiendo un proyecto de ley al Poder Legislativo. El Congreso de Panamá aprobó el 14 de diciembre de 1990 la Ley 25, la misma que fue aplicada con efectos retroactivos afectando a los 270 trabajadores reclamantes con una destitución intempestiva e injustificada.

La Ley 25 conlleva una violación al derecho de huelga, pues sancionaba con la sanción retroactiva de destitución a aquellos trabajadores que presuntamente hubieren participado en la paralización programada para el día 5 de diciembre, aunque esta medida de fuerza nunca se llevara a cabo dado que fue levantada por la propia organización sindical. En este caso, la sola inclusión en la Ley 25 de una causal de destitución como la anotada es, de por si, una violación efectiva del derecho de huelga ya que es contraria al principio desarrollado por la OIT según el cual las autoridades públicas deben abstenerse de obstaculizar el libre ejercicio de este derecho por parte de los trabajadores.

IV.6. Libertad sindical 
En su demanda ante esa Honorable Corte la Comisión alega que el Estado de panamá ha violado el Derecho a la Libertad de Asociación previsto en el artículo 16 de la Convención Americana: "Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole." 

Como puede observarse, una manifestación de este derecho a asociarse es el derecho del hombre a asociarse con fines laborales, y esto no es otra cosa sino un reconocimiento expreso en la Convención al derecho a la libertad sindical. En efecto, la libertad sindical es el derecho que los trabajadores poseen, sin ninguna exclusión, de constituir organizaciones para la defensa y protección de sus derechos e intereses y, como tal es un aspecto del ejercicio del derecho a asociación. Sin embargo, dado su objetivo particular, esto es la defensa de intereses laborales, la importancia fundamental que su respeto adquiere para la efectiva defensa de los derechos económicos y sociales de los trabajadores, y los ribetes propios que ha adoptado este derecho a lo largo de los años, recibe un tratamiento diferenciado que merece ser tratado en este punto y para cuya conceptualización e interpretación entendemos que es fuente insoslayable de consulta las declaraciones, recomendaciones y resoluciones de la OIT.

Tal como lo sostiene Gros Espiell, "la protección internacional de los Derechos Humanos en América Latina debe buscarse necesariamente hoy en la acción coordinada y armónica del régimen vigente en las Naciones Unidas, del sistema de la OIT y del establecido por la Organización de los Estados Americanos. Las garantías y posibilidades que resultan de estos tres sistemas deben sumarse, en un esfuerzo sistemático para avanzar, dirigido a asegurar el respeto de los derechos y libertades de la persona humana".
 

En este orden de ideas cabe señalar que, "en los trabajos preparatorios de la adopción del convenio nº 87 (de la OIT), cuyo preámbulo recoge los principios enunciados en la Declaración de Filadelfia se hizo hincapié en que la libertad de asociación profesional no es más que un aspecto de la libertad de asociación en general que debe integrarse en un vasto conjunto de libertades fundamentales del hombre, interdependientes y complementarias unas de otras. Siguiendo esta línea, en 1970 la Conferencia Internacional del Trabajo ha remarcado la estrecha relación e interdependencia entre la libertad sindical y las libertades civiles, enumerando de manera explícita los derechos fundamentales que son indispensables para el ejercicio de la libertad sindical, en particular: a) el derecho a la libertad y a la seguridad de la persona y a la protección contra la detención y la prisión arbitrarias; b) la libertad de opinión y expresión y, en particular, de sostener opiniones sin ser molestado y de investigar y recibir información y opiniones, y difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión; c) el derecho de reunión; d) el derecho a un proceso regular por tribunales independientes e imparciales, y e) el derecho a la protección de la propiedad de las organizaciones sindicales. 
". 

Teniendo entonces en cuenta la dependencia recíproca que existe entre las libertades civiles y los derechos sindicales, y atendiendo a las numerosas y flagrantes violaciones a los derechos fundamentales en las que ha incurrido el estado de Panamá en este caso, resulta fácil advertir que se ha violado también la libertad sindical. Como al tratar en  parágrafos anteriores la libertad de reunión, de expresión y de huelga, ya hemos hecho referencia a la violación de la libertad sindical configurada en este caso, nos limitaremos en esta oportunidad a poner de manifiesto la conculcación de otros aspectos de este derecho que no han sido tratados anteriormente. Veamos.

Analizando el derecho de reunión y asociación con relación a la libertad sindical, la Comisión de Expertos de la OIT ha sostenido que "la libertad de reunión constituye uno de los elementos esenciales de los derechos sindicales. Las autoridades deberían abstenerse de toda intervención que pueda limitar este derecho u obstaculizar su ejercicio legal ... Asimismo, en caso de arresto o imputación de alteración del orden público, los manifestantes deberían poder recurrir con rapidez a las autoridades judiciales y disfrutar de todas las garantías procesales, de manera que la autoridad judicial pueda evaluar si las medidas en cuestión estaban justificadas y, en su caso, ordenar las correspondientes medidas de reparación
".. 
El Estado de Panamá al imputar injustificadamente a los trabajadores una relación directa entre la marcha realizada y el levantamiento del Coronel Eduardo Herrera Hassán, despedirlos por ello y brindarles como único recurso judicial el establecido en la ley 25, ha infringido el derecho de asociación en este aspecto.

Otro componente del derecho a la libertad sindical a que hacíamos referencia previamente y que también fue conculcado en este caso es el que se refiere a la inviolabilidad de los locales, de la correspondencia y de las comunicaciones. En este sentido la Comisión de Expertos ha dicho que la libertad de administración de que gozan las organizaciones "abarca el derecho de disponer plenamente de la totalidad de sus bienes muebles e inmuebles, así como el derecho de la inviolabilidad de sus locales, su correspondencia y sus comunicaciones
". Agrega la Comisión de Expertos que en caso de que "las legislaciones establezcan alguna excepción a tales inmunidades contra los registros de los locales sindicales, tales registros solo podrán ser autorizados por autoridad judicial competentes con suficiente fundamento de que en dichos lugares se encuentran las pruebas necesarias para la instrucción de un proceso por delito común
". 

Tal como lo relata la Comisión en su denuncia ante esa Ilustre Corte, los locales de las asociaciones de trabajadores del estado fueron tomados por la fuerza pública, sus asociados fueron expulsados, perseguidos o detenidos y sus instalaciones objeto de saqueo, llegándose a intervenirse los fondos y cuentas corrientes. Nada de ello fue hecho bajo orden judicial. Recordemos además que no había ningún dato que pudiera vincular a estos trabajadores con la comisión de un delito excepto la alegada e infundada relación que el gobierno pretende encontrar entre el levantamiento militar y sus legítimos reclamos expresados a través de la entrega de un petitorio, la realización de una marcha y la convocatoria a un paro general de actividades. Todo ello pone claramente de manifiesto la actitud abusiva del gobierno en este punto.

El Derecho a la Libertad Sindical importa también reconocer a los trabajadores que se afilian a un sindicato el derecho a "una adecuada protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical con relación a su empleo
"..

Independientemente del extenso desarrollo que seguidamente se hará para demostrar que el estado de Panamá ha discriminado a estos trabajadores en virtud de su condición social, cabe aquí señalar que de acuerdo a los términos de la Ley Nº 25 hubo una abierta discriminación hacia todos los empleados públicos asociados gremialmente o sindicalizados. En efecto el art. 1º de dicha ley autoriza a que "se declaren "insubsistentes" los nombramientos de los servidores públicos que participaron y que participen en la organización, llamado o ejecución de acciones que atenten contra la Democracia y el Orden Constitucional, y que ocupen o no cargos en las juntas directivas de las organizaciones sindicales y de las asociaciones de servidores públicos; sus delegados y representantes sindicales o sectoriales, directores de las asociaciones de servidores públicos, con independencia de la existencia o no de fuero sindical; o que estén o no regidos por leyes especiales". Además, en el artículo cuarto se hace una diferenciación ilegítima entre los sindicatos de trabajadores del sector público y los demás sindicatos del Estado de Panamá, en tanto se dispone que a los primeros se le aplicará dicha ley en vez de la Sección Segunda del Capítulo VI del Título I del Libro III del Código de Trabajo, y del  Artículo 137 de la ley No. 8 de 25 de febrero de 1975.

De acuerdo a lo hasta aquí visto, parece claro que los despidos tuvieron como finalidad acallar las demandas legítimas de los trabajadores y desarticular cualquier movimiento sindical que pretendiera cuestionar el rumbo del programa político del Gobierno en defensa de los intereses de los trabajadores. Y en la facultad y posibilidad amplia de tal tipo de reivindicación radica la esencia misma del movimiento sindical. Tal como explica el catedrático español Antonio Baylos, en el origen del movimiento sindical se encuentra la necesidad de superar la atomización, la debilidad y la inferioridad que acompañan a las situaciones de desigualdad generadas en las relaciones de trabajo. En efecto el sujeto sindical trasciende lo individual mediante la definición de un interés colectivo y la paralela construcción de un sujeto que represente tal interés y lo tutele con todos los medios a su alcance
. Y es como consecuencia del reconocimiento de la libertad sindical que se debe atribuir a los dirigentes sindicales una especial protección, a la que debe considerarse que poseen derecho, a efectos de evitar que como consecuencia del ejercicio de sus actividades sindicales se ejerza contra ellos venganzas o represalias
.  

Intentar entonces reducir las capacidades de acción de los sindicatos a través del despido de sus dirigentes y asociados e impidiendo la manifestación de sus reclamos como lo ha hecho el Estado de Panamá, implica desconocer palmariamente este derecho. Tal como lo manifiesta la Comisión en su denuncia, si se atiende al lugar y cargo gremial que ocupaban los trabajadores cesanteados se advierte que los despidos estaban fundamentalmente dirigidos a desarticular y amedrentar a los sindicatos con mayor poder de convocatoria en ese momento.

Finalmente merece señalarse que el compromiso internacional asumido por Estado Panameño en relación con la protección de la libertad sindical, no solo surge de la CADH, sino también la suscripción por parte de dicho estado de los siguientes instrumentos internacionales del ámbito interamericano que lo reconocen expresamente: a) La Declaración Americana de Derechos Humanos, que en su artículo 22 establece que "Toda perdona tiene derecho a asociarse con otras para promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden público, económicos, religioso, social , cultural, profesional, sindical, o de cualquier otro orden"; y b) el  Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador" que Panamá ratificó en el mes de febrero de 1993 y que en su artículo 8º garantiza específicamente el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección para la protección y promoción de sus intereses. 

•La justiciabilidad de los Derechos de Huelga y de Libertad de Reunión como Derechos Humanos.

Los derechos de huelga, de libertad de reunión y de libertad sindical son derechos humanos, pues así han sido universalmente reconocidos
.

Respecto a los derechos de huelga y sindicalización, este es un derecho eminentemente laboral y, por lo tanto es de naturaleza progresiva. Con arreglo al artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales (PIDESC) los Estados partes del Pacto se comprometieron a "...adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas  legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos".

El que los términos empleados por esta afirmación sean abiertos no implica que los esfuerzos del Estado sean mínimos. El Pacto pretende que las legislaciones internas de los Estados, a través de los medios adecuados, reconozcan y protejan los derechos conferidos por los Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos; y, si la norma que establece esta obligación no indica claramente como han de ser incorporados a los ordenamientos internos de cada país tales derechos, es porque el derecho internacional deja abierta la posibilidad a los Estados de diseñar sus propios mecanismos para asumir estas obligaciones internacionales.

No obstante ello, todo Estado que ha ratificado normas internacionales sobre Derechos Humanos debe tener en cuenta dos cuestiones fundamentales:

La primera es que el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados obliga a los Estados a cumplir con las disposiciones de los acuerdos que suscriban de buena fe, (principio pacta sunt servanda); y el artículo 27 de la misma Convención prohíbe a los Estados invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación para el incumplimiento de sus obligaciones internacionales.

La segunda es que, si bien no es posible que los derechos sean traducidos directamente a las leyes internas, ni en los Tratados se aconsejan procedimientos determinados para invocarlos a los sistemas nacionales, todo Estado obligado por el Pacto debe de asegurar que la organización o la legislación nacionales prevean mecanismos efectivos de protección de los derechos consagrados en los instrumentos internacionales.

En lo que respecta a estos derechos humanos de huelga, libertad sindical y de libertad de reunión, el cumplimiento de buena fe de las obligaciones internacionales adquiridas por el Estado de Panamá consiste en ampliar en cuanto le sea posible el espectro de protección de estos derechos en el orden interno, de acuerdo con los avances de la legislación y la jurisprudencia internacionales. Contrario sensu, el Estado Panameño debe de abstenerse de legislar internamente en contra de lo dispuesto por los tratados ratificados sobre la materia.

Sobre este tema, en particular, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ya se ha pronunciado sosteniendo que "son muchas las maneras como un Estado puede violar un tratado internacional (...) Puede hacerlo, por ejemplo, omitiendo dictar las normas a que está obligado [por el tratado]. También, por supuesto, dictando disposiciones que no estén de conformidad con lo que de él exigen sus obligaciones dentro de la convención
".

En el caso concreto que aquí se ha expuesto, el Gobierno de Panamá incumple sus obligaciones internacionales para con la Convención al promulgar la Ley 25, la cual supone un grave atentado contra el derecho de huelga, libertad sindical y libertad de reunión. En este caso no puede invocarse el principio jurídico de que la ley posterior deroga a la anterior, pues un Estado no puede retroceder a su antojo en la protección de los derechos humanos. 

Si Panamá desease deshacerse de sus compromisos internacionales en materia de protección de derechos humanos, la única forma en que podría hacerlo es utilizando los mecanismos dispuestos por el derecho internacional: la terminación o la denuncia del tratado.

El Gobierno de Panamá ha ratificado la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, la Carta de la OEA, la Convención Americana de Derechos Humanos, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador" y el Convenio 87 de la OIT. Es decir que ha asumido la voluntad política de implementar desde su legislación interna la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos sometidos a su jurisdicción, panameños o no. Derechos que incluyen los de los trabajadores sindicalizados que existen en el país.

Panamá adquirió en el ámbito internacional la obligación de no menoscabar los derechos fundamentales ya reconocidos, así como a adoptar medidas para lograr la implementación progresiva de aquellos que mediante estos instrumentos incorporaba a su derecho interno. En este contexto, la expedición y aplicación de la Ley 25 de 1990 que a través de la negación a todos los derechos que hacen a la protección judicial convalidó y perpetuó la violación de los derechos de huelga, de libertad sindical y de libertad de reunión, constituye una violación flagrante del derecho internacional de los derechos humanos en general, y de la Convención  Americana de Derechos Humanos en particular.

IV.7. Derecho a la no discriminación en base a la condición social (afiliación a un sindicato)

Al despedir injustamente a empleados públicos que eran miembros de un sindicato que planeaban participar en una huelga pacífica, bajo la Ley 25, Panamá ha violado los Artículos 24 y 1 (1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

•Los artículos 24 y 1 (1) de la Convención prohiben la discriminación en base a cualquier condición social, incluyendo la afiliación sindical

En opinión de esta Corte, el Artículo 24 y el Artículo 1(1) deberían ser leídos simultáneamente a los efectos de prohibir a los Estados Partes de la Convención discriminar, en sus leyes o acciones, sobre la base de cualquiera de los motivos enumerados en el artículo 1. 

El artículo 24 de la Convención obliga a los Estados Partes a conceder igual protección de la ley a todas las personas sujetas a su jurisdicción, declarando que: “Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación a igual protección de la ley”.  

Por su parte, el artículo 1(1) establece: “Los Estados parte en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.
Como ha destacado esta Corte, la prohibición en contra de la discriminación contenida en el artículo 1 (1) se aplica a todos los derechos establecidos en la Convención: “El artículo 1(1) de la Convención, que es una norma de carácter general cuyo contenido se extiende a todas las disposiciones del tratado, dispone la obligación de los Estados Partes de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí reconocidos ‘sin discriminación alguna’. Es decir, cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la misma
”.
En reconocimiento de este principio, esta Corte ha encontrado que “el significado del término discriminación empleado en el artículo 24 debe, por tanto, ser interpretado con referencia a la lista enumerada en el Artículo 1(1) 
”. En consecuencia, esta Corte ha razonado: “Si una persona que busca la protección de la ley para hacer valer los derechos que la Convención le garantiza, encuentra que su posición económica (en este caso, su indigencia) le impide hacerlo porque no puede pagar la asistencia legal necesaria o cubrir los costos del proceso, queda discriminada por motivo de su posición económica y colocada en condiciones de desigualdad ante ley
".

Siguiendo este razonamiento de la Corte, la discriminación de la ley sobre la base de “cualquier otra condición social” – incluyendo la afiliación sindical- viola el artículo 24. 

El despido de los trabajadores vinculados con la eventual huelga del 5 de diciembre, llevado a cabo por el gobierno de Panamá, así como su negativa a regularizar la situación vía el recurso judicial (en aplicación de la Ley 25), discriminó explícitamente a los demandantes sobre la base de su afiliación sindical 
.  

Por tanto, claramente, Panamá ha violado tanto el artículo 1 como el artículo 24 de la Convención.

• Según el estándar legal articulado por esta Corte, el despido de los demandantes y la negativa de Panamá a concederles las vías de recurso legal regularmente disponibles para otros trabajadores despedidos, constituye una discriminación ilegítima

En 1984, en una crucial opinión consultiva, esta Corte estableció un estándar para determinar cuando un tratamiento desigual por un estado parte constituye un acto  discriminatorio en violación a la Convención Americana
. 

Esa Ilustre Corte apuntó que la evaluación de si el tratamiento desigual es ilegítimo depende del análisis tanto del propósito como del resultado de tal tratamiento. 

Así, la Corte ha destacado que “no existe discriminación si la diferencia en tratamiento tiene un propósito legítimo y si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, razón o naturaleza de las cosas
”. No sólo el tratamiento desigual debe tener un propósito legítimo, enfatizó esta Corte, sino que “los objetivos de la regla legal bajo revisión
”... “no pueden ser injustos e irrazonables, esto es, no pueden ser arbitrarios, caprichosos, despóticos o estar en conflicto con la unicidad y dignidad esenciales de la humanidad
”. Adicionalmente, incluso si el tratamiento desigual se efectúa persiguiendo propósitos legítimos, debe tener una “relación razonable de proporcionalidad
” entre sus medios y fines.

De este razonamiento de la Corte se desprende, por tanto, que una acción estatal viola el artículo 24 cuando (1) su propósito es ilegítimo, injusto, no razonable, “arbitrario, caprichoso, despótico o en conflicto con la unicidad y dignidad esenciales de la humanidad
” (2) deviene en “situaciones que son contrarias a la justicia, razón o naturaleza de las cosas”, o (3) los objetivos de la acción del estado, incluso si son legítimos, no son proporcionalmente razonables con los medios utilizados para lograr esos objetivos
.

Bajo el estándar articulado por esta Corte, el despido de los peticionarios llevado a cabo por el gobierno de Panamá y su aplicación de la Ley 25 para negarles el normal recurso legal, claramente constituye una discriminación ilegal. La primera parte del estándar legal destacado por la Corte prohibe acciones cuyo propósito es ilegítimo, injusto, no razonable, “arbitrario, caprichoso, despótico o en conflicto con la unidad y dignidad esenciales de la humanidad
”. 

Luego de que una lista de peticiones efectuadas por el sindicato de empresas estatales fue rechazado en su totalidad por el gobierno y las negociaciones entre el sindicato y el gobierno llegaron a un punto muerto, el Coordinador de la Unión de las empresas Estatales convocó a una marcha el 4 de diciembre de 1990 y a una huelga de 24 horas para el 5 de diciembre de 1990. 

El 4 de diciembre de 1990, sin embargo, a la luz del caos en el país resultante del intento de golpe de estado efectuado por el coronel Eduardo Herrera Hassán y sus seguidores, los líderes sindicales prudentemente postergaron la huelga. A pesar de esto, el gobierno caracterizó la huelga como un ejemplo de la “complicidad” del sindicato con el intento golpista y, el 14 de diciembre, ejerció represalias en contra de los sindicatos mediante la promulgación de la Ley 25. 

Aplicando la ley retroactivamente en contra de los peticionarios, el gobierno removió a los demandantes de sus trabajos y les impidió ejercer los canales regulares de recurso legal disponibles para otros trabajadores despedidos.

Con certeza, el propósito represivo de la aplicación ex post facto de la Ley 25 en contra de los peticionarios no puede ser apreciada como legítima o justa. 

La prohibición en contra de la aplicación ex post facto de leyes está reconocida universalmente. Además, el gobierno de Panamá justifico la promulgación de la Ley 25 refiriéndose a la huelga del 5 de diciembre, la cual nunca se llevó a cabo. 

Por otro lado, el gobierno nunca declaró la ilegalidad de la huelga y tampoco realizó  intentó alguno para encontrar cualquier evidencia que vincule a la marcha del 4 de diciembre con el intento golpista. En este contexto, los motivos del gobierno de Panamá para despedir a los demandantes y negarles el recurso legal aparecen como arbitrarios y caprichosos o, por lo menos, no razonables. 

En verdad, es arbitrario y caprichoso castigar colectivamente a los peticionarios por la supuesta complicidad con el Coronel Hassán cuando los demandantes se encontraban persiguiendo una agenda totalmente separada y simplemente buscaban ejercer derechos garantizados por las leyes nacionales e internacionales
La segunda y tercera secciones del análisis legal de la Corte requiere evaluar si las acciones del estado devinieron en “situaciones que son contrarias a la justicia, razón o naturaleza de las cosas” o donde los objetivos de la acción estatal y los medios utilizados para lograr esos objetivos no son proporcionalmente razonables
. 

Aquí, cuando el estado ha perseguido claramente un propósito que no es legítimo, la Corte no necesita entrar en un análisis de los resultados de la acción y los medios usados por el estado para lograr sus propósitos. En el presente caso, los resultados, al igual que los objetivos del Estado, fueron injustos. Las acciones de Panamá generaron una remoción sistemática de 270 trabajadores de sus cargos en las empresas estatales aún cuando, en concordancia con los instrumentos internacionales ratificados por Panamá  el sindicato estaba totalmente facultado para ejercer su derecho a protestar en contra de las condiciones laborales. 

No se efectuó ningún intento para proporcionarles a los demandantes un adecuado proceso administrativo o judicial. En lugar de ello, se les obstruyó a los demandantes la presentación de sus reclamos ante los tribunales en materia laboral y bajo el procedimiento ordinario en vigencia para interponer las demandas laborales antes de la promulgación de la Ley 25 y se les negó los derechos y garantías constitucionales de las que son titulares todos los trabajadores panameños. 

Entre los trabajadores despedidos se encontraban aquellos con licencia por maternidad y discapacidad. Ningún remedio justo se les concedió a los demandantes sea administrativo o judicial, y la Corte Suprema rechazó sus demandas sin ninguna consideración justa de los méritos.
Incluso si el objetivo último del gobierno de Panamá hubiese sido eventualmente legítimo –i.e., proteger la seguridad de la nación- las acciones no fueron razonablemente relacionadas con esta meta. Despedir a trabajadores que voluntariamente suspendieron su propia huelga no puede ser razonablemente relacionada con el objetivo de la protección de la seguridad nacional. La falta de proporcionalidad entre los medios –el despido de los trabajadores- y el supuesto objetivo –la seguridad nacional- se evidencia notoriamente si se considera que los trabajadores nunca fueron investigados, mucho menos enjuiciados y sentenciados por sedición. Nunca se estableció ninguna conexión razonable entre el intento de golpe de estado y la participación del sindicato en él.

Debido a lo expuesto, el despido de los peticionarios y su denegación de acceso a los procedimientos de demanda laboral regulares constituye un trato diferencial respecto de los restantes trabajadores del país que no son empleados estatales que no está en conformidad con los estándares legales articulados por esta Corte para el tratamiento desigual permisible. 

•La regla de interpretación establecida en el artículo 29(b) de la Convención apoya  adicionalmente la conclusión de que las acciones de Panamá violaron el artículo 24.

El artículo 29(b) establece la regla de que el ámbito de los derechos protegidos por la Convención Americana debería ser determinado con referencia a otras obligaciones internacionales vinculantes a los Estados Partes. Así, el artículo 29(b) de la Convención establece: “Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de los Estados Partes o de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes  o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados”. 

Como esta Corte ha reconocido “la redacción de esta disposición está hecha con el criterio central de que no se entienda que la misma tuvo por objeto, de alguna manera, permitir que los derechos y libertades de la persona humana pudieran ser suprimidos o limitados, en particular aquellos previamente reconocidos por un Estado
".
Panamá forma parte de diversos instrumentos internacionales que prohiben la discriminación en cualquier forma y explícitamente protegen los derechos de los trabajadores a asociarse, organizarse y participar en forma pacífica de acciones colectivas. Estos instrumentos incluyen el Protocolo de San Salvador, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), y las siguientes convenciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT): la Convención de Discriminación (empleo y ocupación) de 1958, la Convención de 1948 sobre el derecho a organizarse y la libertad de asociación, y la Convención de 1962 sobre la política social (normas y objetivos básicos). 

Por tanto, las obligaciones de Panamá bajo el artículo 24 ( y el artículo 1(1)) deben ser interpretadas a la luz de sus deberes bajo estos instrumentos.

Con respecto a este punto, es particularmente persuasivo el artículo 14 de la Convención de Política Social (normas y objetivos básicos), la cual establece: 

1. Uno de los objetivos de la política social deberá ser el de suprimir  toda discriminación entre los trabajadores fundada en motivos de raza, color, sexo, credo, asociación a una tribu o afiliación a un sindicato, en materia de: 

a) legislación y contratos de trabajo, que deberán ofrecer un trato económico equitativo a todos los que residan o trabajen legalmente en el país;

g) disciplina;

h) participación en la negociación de contratos colectivos
. 
El énfasis de la Convención sobre Política Social en la abolición de toda discriminación entre trabajadores sugiere adicionalmente que el artículo 24 de la Convención Americana debería ser interpretado para prohibir la legislación que, como la Ley 25, promueva discriminación entre trabajadores sobre la base de su afiliación sindical o castigue a trabajadores específicos por planear ejercer su derecho a la acción colectiva.
Por las razones antes mencionadas, el despido de los peticionarios demandantes por parte del Gobierno de Panamá y la denegación de vías legales regularmente disponibles para los trabajadores despedidos violan el artículo 24 y el artículo 1(1) de la Convención Americana.
IV.8. Obligación de Panamá de cumplir con las recomendaciones de la Comisión

Panamá tiene la obligación de hacer esfuerzos para cumplir con las recomendaciones efectuadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el Informe 37/97 emitidos de conformidad con el artículo 50 de la Convención Americana
. Este deber está incorporado en los artículos 33 y 50 de la Convención y está apoyado por los principios de interpretación de esta Corte y por el principio de pacta sunt servanda.  El fracaso de Panamá para realizar cualquier esfuerzo de cumplir con las recomendaciones de la Comisión constituye así una violación de sus obligaciones bajo la Convención. 

Esta Corte, en el caso Loayza Tamayo
, enfatizó que el artículo 33 de la Convención, el cual establece que la Comisión “tendrá competencia con respecto a asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos efectuados por los Estados Partes de esta Convención
" crea una obligación por parte de los Estados Partes de emprender los pasos para cumplir con las recomendaciones de la Comisión emitidas en el artículo 50 de la Convención. En el caso Loayza Tamayo, esta Corte interpretó el artículo 50 a la luz del principio de buena fe incorporado en el artículo 31(1) de la Convención de Viena
. Se sostuvo que los Estados Partes de la Convención tienen el deber de hacer cualquier esfuerzo para cumplir con las recomendaciones efectuadas por la Comisión en informes emitidos de conformidad con el artículo 50 
. Como explicó esta Corte: “En virtud del principio de buena fe, consagrado en el mismo artículo 31.1 de la Convención de Viena, si un Estado suscribe y ratifica un tratado internacional, especialmente si trata de derechos humanos, como es el caso de la Convención Americana, tiene la obligación de realizar sus mejores esfuerzos para aplicar las recomendaciones de un órgano de protección como la Comisión Interamericana que es, además, uno de los órganos principales de la Organización de los Estados Americanos, que tiene como función “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos” en el hemisferio (Carta de la OEA, artículos 52 y 111) 
".

Así, si bien esta Corte ha reconocido que las recomendaciones de la Comisión bajo el artículo 50 no tienen un carácter de “decisiones judiciales obligatorias
”, se ha sostenido que la Convención y la Carta de la Organización de Estados Americanos sí establecen el deber de hacer los esfuerzos por cumplir con estas recomendaciones. En el caso Loayza Tamayo, esta Corte explicó: “Asimismo, el artículo 33 de la Convención Americana dispone que la Comisión Interamericana es un órgano competente junto con la Corte “para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados Partes”, por lo que, al ratificar dicha Convención, los Estados Partes se comprometen a atender las recomendaciones que la Comisión aprueba en sus informes
”.
Panamá, al firmar la Convención, ha asumido por tanto la obligación de emprender los pasos para atender las recomendaciones de la Comisión. El fracaso de Panamá de hacer cualquier esfuerzo o tomar cualquier paso para atender las recomendaciones de la Comisión efectuadas en su Informe 37/97 es una violación a tal obligación
.

El deber de Panamá de emprender pasos para atender las recomendaciones de la Comisión es adicionalmente apoyado por un número de principios generales ratificados por esta Corte. 

En efecto, esta Corte ha sostenido que donde una provisión de la Convención es ambigua, la ambigüedad debería ser resuelta en concordancia con el objeto y propósito de la Convención 
, a saber, la efectiva “protección de los derechos fundamentales de los seres humanos
”. En la medida en que la intención de los Artículos 33 y 50 es ambigua, esta Corte debe interpretar estos artículos en una forma que sea consistente con el objeto y propósito de la Convención. Al interpretar los Artículos 33 y 50 confiriendo una obligación a los Estados Partes de tomar medidas para atender las recomendaciones de la Comisión, esta Corte asegura que cualquier ambigüedad sea resuelta de manera consistente con el propósito fundamental de la Convención, la protección efectiva de los derechos humanos. 

Adicionalmente, esta Corte ha sostenido que para asegurar la integridad del sistema de protección establecido por la Convención y la Carta de la OEA, se debe interpretar las provisiones de la Convención a la luz más favorable para las víctimas. Esta Corte ha sostenido que tiene la responsabilidad de “garantizar la protección internacional que la Convención establece, dentro de la integridad del sistema acordado por los Estados. Consecuentemente, el equilibrio en la interpretación se logra por su orientación en el sentido más favorable para el receptor de la protección internacional
”. 

Para esta Corte, sería inconsistente con este principio no interpretar los Artículos 33 y 50 de la Convención para imponer un deber a los Estados Partes de emprender los pasos para atender las recomendaciones de la Comisión. La posición de esta Corte, de que las provisiones de la Convención deben ser interpretadas dentro de la integridad del sistema y a favor de la víctima del abuso alegado, requiere una determinación de que Panamá tiene un deber bajo los Artículos 33 y 50 de la Convención a emprender los pasos para atender las recomendaciones de la Comisión.
Una interpretación de que los artículos 33 y 50 no imponen un deber a los estados partes de emprender los pasos para atender las recomendaciones de la Comisión, menoscabaría los principios de protección de los derechos humanos establecidos por la Carta de la  OEA y, así, estaría en contravención con el Artículo 29(b) de la Convención. El Artículo 29(b) requiere que la Corte interprete todas las provisiones de la Convención de tal forma que estas no restrinjan, limiten o disminuyan cualquiera de los derechos reconocidos en otras convenciones internacionales: “Ninguna provisión de esta Convención será interpretada como... restringiendo el disfrute o ejercicio de cualquier derecho o libertad reconocida... en virtud de otra Convención de la cual uno de los mencionados Estados sea parte
”. La Carta de la OEA, un tratado del cual Panamá es parte, reconoce los derechos y libertades estipulados en la Convención a través del establecimiento de la Comisión como parte integral del sistema interamericano de observancia y protección de los derechos humanos 
. Bajo el Artículo 29(b), las provisiones de la Convención deben ser interpretadas de tal forma que no limiten los principios incorporados en tratados tales como la Carta de la OEA. Una interpretación de que los Artículos 33 y 50 no crean una obligación a emprender los pasos para atender las recomendaciones de la Comisión limitaría la capacidad de la Comisión para promover la observancia y protección de los derechos humanos. Limitar dicha capacidad de la Comisión para promover los derechos humanos socavaría el ejercicio de los derechos de la Convención que son reconocidos por la Carta de la OEA a través de la creación de la Comisión como parte integral del sistema de protecciones de los derechos humanos.

Finalmente, la decisión de esta Corte de que los Estados Partes de la Convención deben emprender los pasos para atender con las recomendaciones de la Comisión se basa en un principio fundamental del derecho internacional. Bajo el principio de pacta sunt servanda, los Estados Partes de un tratado deben atender la sustancia de sus acuerdos.
 Panamá, como un estado parte de la Convención, ha suscripto los Artículos 33 y 50 de la Convención. Esta Corte ha sostenido que los Artículos 33 y 50 de la Convención crean una obligación a los Estados Partes a tomar medidas para cumplir con las recomendaciones de la Comisión. Así, bajo el principio de pacta sunt servanda, Panamá, como estado parte de la Convención, está bajo la obligación de cumplir el deber de tomar medidas incorporadas en los Artículos 33 y 50.

Así, bajo los Artículos 33 y 50 de la Convención y en concordancia con los principios de interpretación adoptados por esta Corte y el principio de pacta sunt servanda, Panamá está obligada a realizar los esfuerzos para atender las recomendaciones de la Comisión. El fracaso de Panamá de emprender los pasos para atender las recomendaciones del Informe 37/97 constituye una violación a sus obligaciones estipuladas por la Convención.

V- CONCLUSIONES DEL CASO 

A la luz del actual desarrollo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos este Amici Curiae sostiene que en el caso "Baena Ricardo y otros" los 270 trabajadores del Estado de Panamá que fueron despedidos por aplicación de la Ley Nº 25 del 14 de diciembre de 1990 fueron víctimas de privación de los siguientes derechos: 

1) protección judicial y debido proceso (arts. 8 y 25 de la CADH), 

2) principio de legalidad e irretroactividad de la ley (art. 9 de la CADH), 
2) derecho a la libertad de expresión (art. 13 de la CADH),

3) a la libertad de reunión y manifestación (arts. 15 de la CADH), 

4) a huelga (manifestación de los derechos consagrados en los arts. 13 y 16 de la CADH), 

5) a la libertad de asociación que incluye el derecho a la libertad sindical (art. 16 de la CADH), 

6) derecho a la no discriminación en base a la condición social (afiliación a un sindicato). 

Ello hace evidente que el Estado de Panamá no ha cumplido su deber de garantía tal como está establecido en el art. 1 (1) de la Convención Americana de Derechos Humanos y en los términos en que define su alcance el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 
Las autoridades del Estado panameño no han garantizado a los trabajadores el derecho a la protección judicial que les correspondía en virtud del art. 8 de la CADH en tanto se les aplicó la máxima sanción punible prevista dentro de su relación laboral sin un juicio previo, sin posibilidades de articular ningún tipo de defensa contra los hechos  que se les imputaba y sin el más mínimo respeto de los requisitos que configuran la garantía del juez imparcial e independiente. Además, en manifiesta violación del art. 25 de la CADH, el Estado de Panamá no brindó a los afectados ningún  recurso judicial rápido y efectivo para recurrir sus cesantías y ampararlos contra la violación de los restantes derechos civiles y sociales que a través de tales  despidos se configuraron en este caso. 

De este forma, a través de una ilegítima estrategia pergeñada por el gobierno para reducir, amedrentar y en definitiva desmantelar a las asociaciones sindicales de los empleados y funcionarios públicos que se opusieran a su política económica; los trabajadores se vieron impedidos de ejercer su derecho a expresarse y reunirse para manifestar en defensa de sus legítimos reclamos laborales. En efecto, además de las violaciones manifiestas y directas a los derechos de libertad de expresión, reunión y manifestación, libertad sindical y huelga que importó la destitución de los trabajadores que participaron en la manifestación del día 4 de diciembre de 1990 y por el solo hecho de haber formado parte de ella, estos derechos se resultaron también restringidos indirectamente, ya que el Estado de Panamá no garantiza su efectiva vigencia actual ni en un futuro. En efecto, en caso de que todavía quedaran empleados estatales en el Estado de Panamá, éstos se encontraría seriamente disuadidos de ejercer cualquier tipo de reclamo o, protesta, actividad sindical o expresar sus ideas y reivindicaciones frente a la política económica del gobierno frente a la posibilidad de ser castigados con la aplicación de la gravísima sanción de despido.

Finalmente cabe reseñar que estos trabajadores recibieron un trato claramente diferencial respecto de los restantes trabajadores Panameños a quienes se les aplica la ley y competencia laboral. Así cabe mencionar que el despido de los trabajadores que participaron en la manifestación del día 4 de diciembre y vinculados con la eventual huelga del 5 de diciembre , y la aplicación por el Gobierno de Panamá de una ley que retroactivamente los privaba de sus derechos y garantías laborales, les aplicaba la sanción de cesantía sin un juicio previo ni  respeto a las debidas garantías procesales y los sometía a la competencia de un tribunal contenciosos administrativo sin una posibilidad efectiva de revisión; discriminó explícitamente a los demandantes en virtud de su afiliación o apoyo a la asociación sindical. 
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El Derecho a la Libertad de Reunión se halla reconocido en los siguientes y tratados internacionales sobre derechos humanos: Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo 20;la Declaración Americana. Artículo 21;La Convención Americana de los Derechos Humanos, artículo 15; El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, artículo 19 incisos 1,2 y 3, y artículo 21. El Derecho a la libertad sindical como ya se ha mencionado está reconocido en el art. 16 de la Convención Americana, en el 8º del Protocolo de san Salvador, en el art. 22 de la Declaración Americana, en el art. 8.3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que específicamente remite a los convenios de la OIT, en el art. 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en el Convenio Nº 87 de la OIT.


� Ciertas atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993. Serie A No 13, párrafo 26 y responsabilidad Internacional por Expedición y aplicación de Leyes Violatorias de la Convención. Opinión Consultiva OC 14/94 del 9 de diciembre de 1994. Serie  A No 14, párrafo 37


� Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, Opinión Consultiva  OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Serie A, No. 4, pár. 53 (énfasis agregado)


�Corte I.D.H., Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (Art. 46.1., 46.2.a. y 46.2.b. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990, Serie A,  No. 11 (1990), pár. 22 


� Ibíd. 


� Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, Opinión Consultiva  OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Serie A, No. 4, pár. 54. “ ... En función del reconocimiento de la igualdad ante la ley se prohibe todo tratamiento discriminatorio de origen legal. De este modo la prohibición de discriminación ampliamente contenida en el artículo 1.1. respecto de los derechos y garantías estipulados por la Convención, se extiende al derecho interno de los Estados Partes, de tal manera que es posible concluir que, con base en esas disposiciones, éstos se han comprometido, en virtud de la Convención, a no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias referentes a la protección de la ley”. 


� Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, Opinión Consultiva  OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Serie A, No. 4, pár. 53, párrs. 53-59. Para conclusiones similares ver Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 18, párr. 13: “no toda distinción en el trato constituye discriminación, si el criterio para dicha diferenciación es razonable y objetivo y si el fin perseguido es legítimo bajo el Pacto”. 


� Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, Opinión Consultiva  OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Serie A, No. 4, pár. 53, párrs. 57


� Ibíd.


� Ibíd.


� Ibíd..


� Ibíd. Ver asimismo, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 39/96, Case 11.673, Santiago Marzioni, Argentina, párr. 79, en Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1996 (La Comisión aplica el estándar de la “justificación objetiva y razonable” a fin de evaluar la legalidad de un tratamiento desigual de personas situadas en condiciones similares); Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 48/98, Caso 11.403, Colombia, Carlos Alberto Marin Ramírez, 29 de septiembre de 1998, at 464-65, párrs. 48-50, in Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1998.


� Ver Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, Opinión Consultiva  OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Serie A, No. 4, pár. 53, párrs. 57.


� Ibíd.


� Ibíd. 


� Ibíd., párr. 20. Ver asimismo Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No. 55/97, Caso 11.137, Juan Carlos Abella, Argentina, en Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1997, párr. 165 (“El objeto de este artículo  [29(b)] es el de evitar que los Estados partes utilicen la Convención Americana como fundamento legal para limitar derechos más favorables o menos restrictivos, que de otra manera corresponderían a un individuo bajo la legislación nacional o internacional. Por lo tanto, cuando existen diferencias entre las normas legales que rigen derechos idénticos o similares en la Convención Americana y en un instrumento de derecho humanitario, la Comisión está obligada a asignar efecto legal a las disposiciones del tratado con el estándar más elevado que resulte aplicable a los derechos o libertades en cuestión. Si dicho estándar se encuentra en una norma de derecho humanitario, la Comisión debe aplicarla”.   Además, tal como enfatizó un juez de esa Corte, tanto los criterios de interpretación consagrados  por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, como los resultantes del artículo 29 de la Convención Americana, correctamente entendidos, sobre todo a la luz del derecho de los derechos humanos, “apuntan  también a la necesidad de interpretar e integrar cada norma de la Convención utilizando los principios yacentes o subyacentes o suprayacentes en otros instrumentos internacionales, en los propios ordenamientos internos y en las tendencias vigentes en materia de derechos humanos, todos los cuales se encuentran en alguna medida incorporados a la Convención misma por virtud del citado artículo 29, cuya amplitud innovadora no tiene parangón en ningún otro instrumento internacional”. Voto Separado del Juez Rodolfo E. Piza Escalante, Corte I.D.H., la Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización.


�  Organización Internacional del Trabajo, Convención de Política Social,  (Normas y Objetivos Básicos), No. 117, 1962, 46. ses.; entró en vigor el 23 de abril de 1964 y fue ratificada por Panamá el 4 de junio de 1971, artículo 14.  Ver también, OIT, Convención  sobre Libertad Sindical y Protección del Derecho de Sindicación, No. 87, 1948, 31 ses.; entró en vigor el 17 de abril de 1950 y fue ratificada por Panamá el 6 de marzo de 1958, que garantiza el derecho de todos los trabajadores “sin distinción” (art. 2) a ejercer el derecho a organizarse.  La Convención establece: “Todo miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el cual esté en vigor el presente convenio se obliga a adoptar todas las medidas necesarias y apropiadas para garantizar a los trabajadores y a los empleadores el libre ejercicio del derecho de sindicación (art. 11).


En atención a la obligación en cabeza del estado de Panamá bajo la Convención sobre Libertad Sindical, de tomar todas las medidas necesarias para asegurar que los trabajadores ejerciten libremente su derecho de sindicación, es razonable concluir que la represalia implementada contra los peticionarios por haber ejercido aquel derecho, se contrapone con su derecho a la igual protección de la ley, establecido en el artículo 24 de la Convención. 


� El artículo 50 de la Convención establece que de no llegarse a una solución amistosa, “la Comisión redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones . . . El informe será trasmitido a los estados interesados, quienes no estarán facultados para publicarlo. Al trasmitir el informe, la comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones que juzgue adecuadas”. 


� Corte I.D.H., Caso Loayza Tamayo, sentencia del 17 de setiembre de 1997, Serie C Nº 33 


� Convención Americana, art. 33


� Ese Honorable Tribunal frecuentemente ha utilizado instrumentos internacionales a fin de interpretar las obligaciones establecidas en la Convención. Ver, Corte I.D.H., Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 de la Convención Americana de Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-3/83 del 8 de septiembre, 1983, Serie A, No. 3, párrs. 48-49 (la Corte se basó en el artículo 31(1) de la Convención de Viena para interpretar las obligaciones establecidas en la Convención Americana); Corte I.D.H., La Colegiación Obligatoria de los Periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención Americana de Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, Serie A, No. 5, párrs. 51-52 (la Corte explicó que “en verdad, frecuentemente es útil, como acaba de hacerlo la Corte, compara la Convención Americana con los dispuesto en otros instrumentos internacionales como medio para poner de relieve aspectos particulares de la regulación de un determinado derecho”. Ver también, Corte I.D.H., Caso Godínez Cruz, Indemnización Compensatoria, sentencia del 21 de julio de 1989, Serie C, párr. 54 (la Corte apeló al derecho internacional a fin de interpretar la extensión de la obligación de indemnizar bajo el artículo 63); Corte I.D.H., Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, sentencia del 15 de marzo de 1989, Serie C, párrs. 129, 133, 136 (la Corte apeló al derecho internacional para interpretar la admisibilidad prueba circunstancial); Corte I.D.H., Caso Godínez Cruz, Objeciones preliminares, sentencia del 26 de junio de 1987, Serie C, No. 3, párrs. 89-90 (La Corte apeló al derecho internacional a fin de determinar las razones que justifican el no agotamiento de los recursos internos)


El Juez Piza Escalante, del mismo modo,  ha enfatizado particularmente “la necesidad de interpretar e integrar cada norma de la Convención utilizando  ... los principios establecidos en otros instrumentos internacionales . . . que están . . . incorporados en la Convención a través del artículo 29”. Opinión separada del juez Rodolfo E. Piza Escalante, Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984, Serie A,  No. 4, párr. 2


� Ver Caso Loayza Tamayo, sentencia del 17 de setiembre de 1997, Serie C Nº 33 , párr. 80


� Convención Americana, art. 33


� Ibíd. 


� Corte I.D.H., Caso Caballero Delgado and Santana, sentencia del 8 de diciembre de 1995, Serie C, No. 17, párr. 67


� Caso Loayza Tamayo, sentencia del 17 de setiembre de 1997, Serie C Nº 33, párr. 81


� La afirmación de Panamá en el sentido de que no estaba obligada a cumplir con las recomendaciones de la Comisión en atención a la incompatibilidad de aquellas con su derecho interno es inválida. Bajo el artículo 2 de la Convención, “si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. Al firmar la Convención, Panamá asumió la obligación de adoptar las medidas necesarias a fin de hacer efectivos los derechos y libertades protegidos en la Convención. En consecuencia, Panamá adoptó la obligación positiva de garantizar que su derecho interno es consistente con los derechos y libertades convencionales. El propósito de las recomendaciones de la Comisión es provocar la conformidad con  los derechos y libertades establecidos en la Convención. En consecuencia, Panamá no puede invocar la incompatibilidad de la legislación interna como una defensa válida del no cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Comisión en el Informe 37/97. Ver  asimismo, Convención de Viena, art. 27 (“Un Estado no puede invocar las provisiones de su derecho interno como justificación para incumplir un tratado”).


� Tal como esa Corte explicó, la Convención debe ser interpretada “de buena fe, de conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin”, Corte I.D.H., Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 and 4.4 de la Convención Americana de Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-3/83 del 8 de septiembre de 1983, Serie A, No. 3, párrs. 48-49 (con cita del artículo 31(1) de la Convención de Viena); Ver asimismo, Corte I.D.H., Caso Paniagua Morales and Others, Excepciones Preliminares, Sentencia del 25 de enero de 1996, Serie C, No. 24, párr. 42.


� Corte I.D.H., El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982, Serie A, No. 2, párr. 29; ver asimismo, Corte I.D.H., Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 and 4.4 de la Convención Americana de Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-3/83 del 8 de septiembre de 1983, Serie A, No. 3, párr. 50; Corte I.D.H., Propuesta de modificaicón a la Constitución política de Costa Rica relacionada con la naturalización, Opinión Consultiva OC-4/84 del 9 de enero de 1983, Serie A, No. 4, párr. 24


� Corte I.D.H., Asunto de Viviana Gallardo y Otros, Resolución del 15 de julio de 1981, Sentencia del 13 de noviembre de 1981, Serie A, No. 101/81, párr. 16


� Ver Convención, art. 29(b).


� Ver Carta, arts. 1,2, 52, 111.


� Ver Convención de Viena, art. 26 





